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PRESENTACIÓN

Promover una migración segura para las mujeres, y apoyar a los países en la adopción del marco regulatorio 
impulsado por la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) a través de su Recomendación General No. 26 (RG 26 CEDAW), es un objetivo fundamental para la 
Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de la Mujer (ONU Mujeres), 
comprometida esta última con la promoción de los derechos de las mujeres migrantes. Desde su creación en 
2010, ONU Mujeres ha impulsado la Convención y su Recomendación como instrumento poderoso de protec-
ción de los derechos de las trabajadoras migrantes.

A fin de promover y proteger los derechos de las trabajadoras migrantes, así como de contar con un marco legal 
acorde a los instrumentos internacionales ratificados por México, es fundamental contar con una legislación 
que incluya y proteja a esta población. Para ello, es necesario que dicha legislación tome en cuenta los instru-
mentos jurídicos relevantes que promuevan sus derechos. 

En el marco del proyecto Promoción y Protección de los derechos de las trabajadoras migrantes con los mecanismos 
nacionales e internacionales de Derechos Humanos para mejorar la rendición de cuentas, iniciativa auspiciada por 
la Unión Europea, e implementada en tres países a nivel global (México, Moldavia y Filipinas), ONU Mujeres 
busca promover los derechos de las mujeres trabajadoras migrantes así como protegerlas contra la explotación 
y exclusión en todas las etapas de la migración. 

Enfocándose en el tema de trabajadoras migrantes en la frontera sur, este estudio que ahora presentan ONU 
Mujeres México y el Instituto para las Mujeres en la Migración, A.C. (IMUMI), constituye un aporte para mejorar 
el nivel de armonización entre los marcos legales y normativos nacionales sobre migración y los compromisos 
sobre igualdad de género y derechos humanos ratificados por México. El estudio revisa la legislación de migra-
ción, laboral y de trata de personas, desde una perspectiva de la CEDAW, presentándose los puntos relevantes 
del análisis de dichas legislaciones, así como recomendaciones concretas para reformarlas y armonizarlas con 
los instrumentos internacionales signados por México. 

Con este aporte, reiteramos nuestro compromiso de aportar conocimiento respecto a la situación de las traba-
jadoras migrantes, abonando al avance de la agenda de protección de sus derechos; contribuyendo así al ade-
cuado manejo de la migración laboral y la gobernabilidad, factores determinantes en el crecimiento económico 
y el desarrollo de los países. 

Ana Güezmes	 Gretchen Kuhner
Representante	 Directora
ONU Mujeres	 Instituto para las Mujeres en la Migración, A.C. 
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México es un país de origen, tránsito, destino y retorno 
de migrantes. Si bien es un país reconocido como el 
principal corredor migratorio del planeta1, poco se 
conoce de su papel como receptor de trabajadoras y 
trabajadores migrantes. Aunque cuenta con una eco-
nomía significativa (posición mundial 15 en 2013 de 
acuerdo con el índice de PIB del Banco Mundial) 
(Banco Mundial, 2014) y una inserción en el mundo 
globalizado (19 millones de entradas de extranjeros al 
país en condición de turistas y visitantes diversos en 
2013) (Unidad de Política Migratoria, 2014), no ha sido 
un lugar atractivo para la migración internacional. 
Entre otras razones, porque es el país vecino al princi-
pal destino de migrantes del planeta, Estados Unidos 
(Smith, 2000), así como por la calidad de oportunida-
des que puede ofrecer un país de profundas asime-
trías, donde el salario mínimo en 2014 equivale a 5.05 
dólares al día, frente a 7.25 dólares la hora en Estados 
Unidos (más de 10 veces más) (United States Depart-
ment of Labor, 2014). 

La escasa presencia de inmigrantes en el país tam-
bién responde a la historia de México y su conforma-
ción como nación, donde ha persistido una percepción 
del extranjero como deseable e inconveniente a la vez 
(Yankelevich, 2009 y 2011).2 La historia de la política 
inmigratoria de México puede dividirse en diferentes 
periodos, de acuerdo al tipo y volumen de flujos 
migratorios y a las políticas migratorias aplicadas: 
desde la Independencia hasta la Revolución (1810-
1910) la política migratoria mexicana fue de fomento 
de la inmigración, mediante concesiones a los colo-
nos —europeos y/o norteamericanos— que se esta-
blecieron en el país (cesión de tierras, exención de 
impuestos). Frente a la xenofilia y la política de puer-

tas abiertas del Porfiriato, el nuevo régimen surgido 
de la Revolución Mexicana (1910) adoptó políticas de 
inmigración selectivas y restrictivas, y sólo en casos 
extraordinarios México abrió sus puertas. En los años 
cuarenta recibió a los refugiados de la guerra civil 
española y, más tarde, en los años setenta y ochenta, 
exiliados de las dictaduras sudamericanas y de los 
conflictos armados en Centroamérica, fueron acogi-
dos por México. Como respuesta a estas oleadas de 
inmigrantes, prevaleció una imagen de México como 
país solidario y abierto hacia los extranjeros (Yankele-
vich, 2011).3

En pleno siglo XXI, las migraciones contemporáneas 
se han diversificado y han tomado una gran compleji-
dad. Entre otras, se ha feminizado la migración; es 
decir, cada vez migran más mujeres y niñas de forma 
autónoma, para trabajar y contribuir al sostén de sus 
familias. 

Por lo tanto, México, en su Programa Especial de 
Migración 2014-2018, ha enfrentado el desafío de 
diseñar una política migratoria integral, de largo 
plazo, corresponsable, garante en el respeto a los 
derechos de las personas migrantes, orientada al 
desarrollo de la comunidad y al bienestar del 
migrante, intergeneracional, con perspectiva de 
género y otros criterios diferenciados, con enfoque de 
seguridad humana, participativa y coordinada inte-
rinstitucionalmente (SEGOB, 2014). 

INTRODUCCIÓN
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El objetivo de este documento es contribuir a una 
efectiva protección de los derechos de las trabajado-
ras migrantes en México. 

El primer capítulo aborda el contexto y características 
demográficas y laborales de las mujeres migrantes en 
la frontera sur del país. 

En el segundo capítulo, se presentan los principales 
instrumentos internacionales de protección de los 
derechos de las trabajadoras migrantes: la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (CEDAW) y su Recomendación 
General no. 26 (RG 26 CEDAW). Posteriormente, se 
mencionan los acuerdos bilaterales y/o regionales que 
México ha suscrito con países de Centroamérica para 
la protección de estas trabajadoras. Finalmente, se 
incluyen las principales líneas de acción contempladas 
en la planeación nacional 2013-2018 que contribuyen a 
armonizar la legislación nacional con la RG 26 CEDAW 
(Cuadro 1).

En el tercer capítulo, se analiza la principal legislación 
nacional que regula el trabajo de las mujeres migran-
tes, a la luz de la Recomendación General no. 26 de la 
CEDAW. 

Las leyes que se analizan en este capítulo son las 
siguientes:

1.	 Ley de Migración (2011, reformada en 2013), su 
Reglamento (2012, reformado 2014) y Lineamien-
tos (2012)

2.	 Ley Federal del Trabajo (1970, reformada en 2012)

3.	 Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la 
Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 
Delitos (2012, en revisión de reformas 2014).

Seguidamente, se examina el cumplimiento de jure, la 
armonización legislativa con la Recomendación 
General no. 26 de la CEDAW por parte de México, así 
como la perspectiva de género recogida en los están-
dares internacionales de cada una de las leyes. El aná-
lisis señala tanto los aciertos de la legislación, como 
sus deficiencias o vacíos, con ejemplos para facilitar 
su presentación. 

Finalmente, en el cuarto capítulo, se propone una 
serie de recomendaciones para un completo cumpli-
miento de jure con la Recomendación General no. 26 
de la CEDAW y garantía efectiva de los derechos de las 
trabajadoras migrantes. Estas recomendaciones han 
sido elaboradas a partir de las estrategias y líneas de 
acción contenidas en la planeación nacional 2013-
2018,4 a fin de insertarlas dentro de los esfuerzos que 
realice el Estado para garantizar el ejercicio de sus 
derechos en México.

Como resultado, se busca tanto brindar un panorama 
sobre el cumplimiento de jure por parte de México de 
su compromiso internacional, como presentar una 
serie de recomendaciones, tanto al Legislativo como al 
Ejecutivo, para armonizar la legislación nacional con la 
Recomendación General no. 26 de la CEDAW y promo-
ver la transversalización de la perspectiva de género.

ESTRUCTURA

DEL DOCUMENTO
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De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda, en 
2010 residían en México un total de 961, 000 perso-
nas nacidas en otro país, de las cuales 49.6% eran 
mujeres (INEGI, 2011). Los y las extranjeras representa-
ban 0.9% del total de la población en México, esti-
mada en 112 millones. Se trata de una proporción muy 
baja en comparación al promedio de 13.2% en los paí-
ses miembros de la OCDE (OCDE, 2013). Sin embargo, 
la proporción de inmigrantes en México es aún menor 
toda vez que la mayoría de las personas nacidas en el 
extranjero son “mexicoamericanos”; es decir, perso-
nas nacidas en Estados Unidos que viven en hogares 
encabezados por mexicanos de nacimiento. Por lo 
tanto, es necesario restar esta población al número de 
extranjeros en México. De tal manera, se estima en 
223,018 el número de personas nacidas en otro país, 
que constituye 0.2% de la población total en México 
(Castillo, 2012).5

Por otro lado, de acuerdo con datos del Censo de 
Población y Vivienda de 2000, 42% de los inmigrantes 
residentes en México, de 25 años y más, tenía licencia-
tura o una escolaridad superior, mientras que única-
mente 12% de los mexicanos alcanzan esta condición. 
En este sentido, la mitad se ocupaba en actividades 
de alta y media calificación: 42% eran profesionales, 
técnicos o directivos y 8% desempeñaba actividades 
administrativas (Rodríguez, 2010). 

Sin embargo, a la sombra de este pequeño y selecto 
número de inmigrantes provenientes de Estados Uni-
dos, Sudamérica y Europa, se puede afirmar que la 
región del país en la que la inmigración internacional 
ha sido constante y relevante es la frontera sur; con 
una diversidad de flujos: los trabajadores estaciona-

les del altiplano occidental guatemalteco, quienes 
desde principios del siglo XX se han dirigido a las 
plantaciones de la región, particularmente del Soco-
nusco; los pobladores centroamericanos asentados 
en la costa chiapaneca, y los trabajadores guatemal-
tecos transfronterizos. Tradicionalmente estos flujos 
han sido en buena medida indocumentados, aunque 
tolerados por las autoridades6. De esta forma, el 
número de personas nacidas en Guatemala, Hondu-
ras, El Salvador y Nicaragua creció 60.77% en la última 
década (INEGI, 2011). 

En 2010, residían en Chiapas 31,704 personas que 
habían nacido en un país diferente a México, que 
constituyen 0.66% del total de la población de la enti-
dad, estimada en 4.8 millones de personas. Como se 
puede observar, la presencia de personas extranjeras 
en Chiapas proporcionalmente es mucho mayor a la 
del conjunto del país (0.2%). Al menos 86.4% de la 
población inmigrante que residía en Chiapas en 2010 
nació en Centroamérica. De hecho, dos terceras par-
tes del total de migrantes provenían de Guatemala 
(Base de Microdatos del Censo de Población y 
Vivienda, 2010). 

En México, tanto en el año 2000 como en el 2010, la 
proporción de mujeres nacidas en los países centroa-
mericanos es mayor a la de los hombres (INEGI, 2000 
y 2011), en el mismo sentido que la tendencia de la 
migración intrarregional en Centroamérica, donde 
57% de las personas migrantes son mujeres (Mazza y 
Sohnen, 2010). En el caso de Chiapas, la concentración 
de mujeres migrantes es mayor que en el resto del 
territorio nacional. El censo registró a 17,450 mujeres 
extranjeras en Chiapas, que constituyen 55% del total 
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de personas nacidas en otro país (Base de Microdatos 
del Censo de Población y Vivienda, 2010). 

Además de la población inmigrante, diariamente cru-
zan a trabajar en Chiapas mujeres guatemaltecas. La 
Encuesta sobre Migración en Frontera Sur (Emif-Sur)7 
contabilizó 81,337 cruces transfronterizos8 y 57,22 cru-
ces temporales9 realizados por mujeres en 2009 (INM 
et.al., 2012).

La presencia de personas centroamericanas no sólo 
responde a la vecindad geográfica que guardan estos 
países con México, sino a una tradición histórica de 
movilidad poblacional, incrementada en distintos 
momentos por factores políticos y económicos que 
han convulsionado a la región centroamericana y 
dinamizado la migración (Rojas y Ángeles, 2000; Cas-
tillo y Toussaint, 2010; Ángeles, 2010). Además, es 
importante resaltar que esta migración intrarregio-

nal se produce en una dinámica de movilidad sur-
sur,10 fuertemente impactada por la feminización de 
la pobreza y la migración,11 así como por las caracterís-
ticas del mercado laboral transfronterizo12. En conse-
cuencia, la población centroamericana en México 
presenta características diferentes del inmigrante 
promedio en el país: viven y trabajan en condiciones 
de extrema vulnerabilidad. 

Sin embargo, después de la política de recepción de 
refugiados guatemaltecos en los ochenta, así como 
de algunos esfuerzos desconectados en las décadas 
subsecuentes, no ha habido por parte de México una 
política inmigratoria integral que incluya y regule 
esta movilidad poblacional13. Mientras que la Ley de 
Migración de 2011 constituye un avance significativo 
en la materia de inmigración, ya que busca dar res-
puesta a la dinámica y complejidad de los procesos de 
migración internacional que se producen en México, 

O
N

U
 M

uj
er

es
 / 

M
oy

sé
s Z

uñ
ig

a



19Legislación mexicana y derechos de las 
trabajadoras migrantes

sigue sin atender a cabalidad la movilidad humana 
que se presenta en la frontera sur, especialmente la 
de las mujeres, como se expone en este trabajo.

En consecuencia, la mayoría de las mujeres migrantes 
centroamericanas trabaja de manera irregular, ya sea 
porque no cuentan con documentos de estancia legal 
o con permisos de trabajo. Están ocupadas en la eco-
nomía informal, en trabajos precarios, de salarios 
muy bajos y de escasa calificación, en sectores invisi-
bilizados o considerados socialmente “femeninos”, 
como el empleo en los hogares, el trabajo de cuidado 
de personas (niños, enfermos y personas mayores), la 
venta ambulante, el trabajo agrícola y el trabajo en la 
industria del sexo. Si bien la mayoría de las trabajado-
ras centroamericanas en Chiapas contribuye con su 
trabajo al desarrollo regional, su labor y aporte no es 
reconocido.

La condición de vulnerabilidad de las mujeres se acen-
túa por la intersección de múltiples discriminaciones, 
basadas en la raza, origen étnico, situación socioeco-
nómica, nacionalidad, edad, estatus migratorio y las 
cualidades que se perciben asociadas a su género. 
Estas discriminaciones se encuentran a nivel legal, en 
el diseño y/o instrumentación de políticas públicas y 
programas, en el espacio de trabajo, en el interior de 
la familia e, incluso, en el hecho de que muchas veces 
las propias mujeres no se reconocen como sujetas de 
derechos. Finalmente, las discriminaciones operan 
como barreras al acceso a sus derechos y a servicios.

Por lo tanto, regular el trabajo de las mujeres migran-
tes, así como garantizar sus derechos de acuerdo a los 
estándares internacionales es un tema de igualdad y 
eficiencia, clave en todos los aspectos del desarrollo. 
Proteger los derechos de las trabajadoras migrantes 
promueve el desarrollo humano y el buen gobierno 
por dos razones principales: en primer lugar, corres-
ponde y propaga la contribución económica y social 
de las trabajadoras migrantes al desarrollo; en 
segundo, reduce los costos sociales y económicos a 
las trabajadoras abusadas, a sus familias y comunida-
des, así como a los Estados de origen y acogida (UNI-
FEM, 2005; GFMD, 2011). 

En este sentido, México no puede eludir su responsa-
bilidad de proteger los derechos de las trabajadoras 
migrantes. Un primer paso es contar con una legisla-
ción que incluya y proteja a esta población. Para ello, 
es necesario armonizarla con los instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos de las trabajadoras 
migrantes. A partir de la reforma de 2011 en materia 
de derechos humanos a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (Constitución), la obser-
vancia de las leyes en México implica el respeto de los 
tratados internacionales (Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2013).14 Es decir, estos instrumentos 
internacionales forman parte fundamental del orden 
jurídico en México y sus principios son de cumpli-
miento obligatorio para el Estado mexicano. Por lo 
tanto, actualmente la legislación nacional está en 
proceso de armonización con dichos instrumentos, lo 
que ha implicado la generación de nuevas leyes, como 
la de migración y trata, y la reforma de otras, como la 
del trabajo. Este esfuerzo de armonización con la nor-
matividad internacional ha sido retomado por la pla-
neación nacional 2013-2018.15 En este marco se inserta 
el presente análisis de la legislación y las recomenda-
ciones para el cumplimiento con los compromisos 
internacionales de México y su cabal garantía de los 
derechos de las trabajadoras migrantes.





INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES 
DE PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS  
DE LAS TRABAJADORAS 
MIGRANTES
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La comunidad internacional ha desarrollado una serie 
de instrumentos de protección de los derechos de las 
mujeres trabajadoras migrantes. La Convención sobre 
la Protección de los Derechos de Todos los Trabajado-
res Migrantes y de sus Familiares (CTM), adoptada por 
Naciones Unidas (ONU) en 1990 y ratificada por 
México en 1999, es el primero y el principal instru-
mento de protección de los derechos de esta pobla-
ción. La CTM recogió las protecciones específicas para 
migrantes que existían ya de manera dispersa en el 
sistema internacional —entre ellas las convenciones 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de 
1949 y 1975 sobre los derechos laborales de los 
migrantes— y las integró en un marco más amplio de 
derechos humanos, civiles, políticos, sociales, econó-
micos y culturales (Yau, 2005; Redpath, 2006).

Una de las mayores contribuciones de esta Conven-
ción es que extiende los derechos humanos a las per-
sonas migrantes sobre el principio de igualdad entre 
todas las personas. A su vez, garantiza el acceso a 
algunos derechos básicos con independencia del 
estatus migratorio. Sin embargo, si bien la CTM espe-
cifica que cada derecho es aplicable tanto a las muje-
res como a los hombres, no contempla las necesidades 
específicas de género de las mujeres en el proceso 
migratorio (Jolly y Reeves 2005). 

La CTM, a pesar de su Observación General no. 1 sobre 
trabajadores domésticos, presenta un vacío para res-
ponder a la creciente migración de las mujeres y 
reflejar el cambio en la naturaleza de su migración 
cada vez más asociada a razones económicas; a la 
mayor demanda de mujeres migrantes que trabajan 

como cuidadoras en los países de destino vinculada a 
la internacionalización de las redes del cuidado reali-
zado por las migrantes; a las violaciones a los dere-
chos que ellas sufren en las diversas etapas del 
proceso migratorio —la trata, la explotación sexual, 
la violencia y el acoso sexual—, incluyendo los costos 
de la migración indocumentada, que son más eleva-
dos para las mujeres que para los hombres; a la apor-
tación de las migrantes a sus países de origen y de 
destino —a pesar de la discriminación específica de 
género y los retos que enfrentan—, y a las experien-
cias de muchas de ellas que pueden contribuir a una 
respuesta oficial informada en materia de migra-
ción.16 Esta carencia puede resolverse mediante la 
correlación de la CTM con la Convención sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (CEDAW) y su Recomendación General 
no. 26 sobre trabajadoras migrantes (Petrozziello, 
2013).

La CEDAW y su Recomendación General no. 26 buscan 
soluciones profundas a la discriminación y la exclu-
sión basadas en el género que, en combinación con 
otras dimensiones —etnia, situación económica, 
nacionalidad, edad, ocupación—, limitan el ejercicio 
de los derechos de las mujeres trabajadoras migran-
tes. Por su parte, algunos convenios de la Organiza-
ción Internacional del trabajo (OIT) complementan la 
protección a los derechos de las trabajadoras migran-
tes. Especialmente, el Convenio 189 sobre el trabajo 
doméstico, un instrumento fundamental que contri-
buiría, al ser ratificado, a garantizar los derechos de 
las trabajadoras migrantes centroamericanas en 
Chiapas que se ocupan en el trabajo del hogar.
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2. 1 La Recomendación General no. 26 de la CEDAW y 
los derechos de las trabajadoras migrantes

La Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) fue 
creada por la Asamblea General de Naciones Unidas 
(ONU) en 1979, y ratificada por México en 1981, año 
que entró en vigor. Esta carta internacional de los 
derechos humanos de las mujeres define el concepto 
de discriminación contra la mujer y establece una 
agenda para ponerle fin. La CEDAW cuenta con 28 
Recomendaciones Generales, entre ellas la número 
26, adoptada en 2008, referente a las trabajadoras 
migrantes. 

Esta Recomendación establece en su segundo párrafo 
que busca contribuir al cumplimiento por los Estados 
Partes de la obligación de respetar, proteger y facilitar 
el ejercicio de los derechos de las trabajadoras migran-
tes. En específico, la Recomendación General no. 26 de 
la CEDAW (RG 26 CEDAW) se dirige a la situación de 
las trabajadoras migrantes que desempeñan empleos 
mal remunerados, pueden correr riesgos de sufrir 
abusos y discriminaciones y tienen alta probabilidad 
de no cumplir con los requisitos para obtener la resi-
dencia permanente o la ciudadanía. Se enfoca a muje-
res que: a) migran en forma independiente; b) se 
reúnen con sus maridos u otros familiares que tam-
bién son trabajadores, y c) trabajadoras migrantes en 
situación irregular que puedan estar en alguna de las 
categorías anteriores. La RG 26 CEDAW reconoce que 
en algunos casos las trabajadoras migrantes pueden 
ser víctimas de trata de personas. Sin embargo, en su 
párrafo cuarto, establece que en dicha recomendación 
general se refiere solamente a la situación laboral de 
las mujeres migrantes y no se examinan las circuns-
tancias relacionadas con la trata de personas. 

La RG 26 CEDAW constituye un instrumento jurídico 
relevante, entre otros, por los siguientes motivos: 

1.	 Complementa a la Convención sobre la Protección 
de los Derechos de Todos los Trabajadores Migran-
tes y sus Familias (CTM), ya que aborda en detalle 
las circunstancias que contribuyen a la vulnerabi-

lidad particular de muchas mujeres migrantes y 
sus experiencias de discriminación por motivo de 
género y de sexo, como causa y consecuencia de la 
violación de sus derechos humanos. A su vez, con-
tribuye al cumplimiento de los compromisos asu-
midos en el marco de la CTM y el Comité de 
Protección de los Derechos de Todos los Trabajado-
res Migratorios y de sus familiares.

2.	 Permite registrar avances cuantitativos y cualitati-
vos, por el seguimiento que el Comité de la CEDAW 
le otorga. 

3.	 Porque la RG 26 CEDAW se inscribe en una preocu-
pación social, política y teórico-metodológica res-
pecto al uso de varios enfoques para analizar la 
situación de las mujeres migrantes y buscar solu-
ciones profundas a la discriminación y exclusión 
basada en el género en combinación con otras 
dimensiones. 

A continuación se presentan los ejes analíticos de la 
RG 26 CEDAW, que la convierten en un instrumento 
relevante para la protección de los derechos de las 
trabajadoras migrantes:

•	 Reconoce la complejidad del fenómeno migrato-
rio en contextos de globalización. Es decir, la convi-
vencia e interconexión de una diversidad de flujos 
migratorios, por lo que algunos países, como 
México, constituyen territorios de origen, retorno, 
tránsito y destino de migrantes. A su vez, identi-
fica el importante número de personas migrantes, 
muchas de ellas mujeres, que se enfrentan a una 
serie de riesgos y violaciones a sus derechos a lo 
largo de las distintas etapas de los procesos 
migratorios.

•	 Admite que los Estados pueden controlar sus 
fronteras y la migración, pero deben hacerlo a tra-
vés de la promoción de procedimientos de migra-
ción seguros y cumpliendo con la obligación de 
respetar, proteger y facilitar el ejercicio de los 
derechos de las mujeres en cualquiera de las eta-
pas del ciclo migratorio.
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•	 Insta a los Estados a reconocer los aportes sociales 
y económicos de la trabajadoras migrantes, tanto 
en los países de origen y destino, entre otros 
aspectos, en las labores del hogar y la prestación 
de cuidados.

•	 Visibiliza el papel de las mujeres como trabajado-
ras, muchas veces no reconocido por la falta de 
valoración social del tipo de trabajo que desempe-
ñan. A su vez, plantea la necesidad de incluir la 
temática del “cuidado” en las agendas de discu-
sión del vínculo entre migración y desarrollo 
(Petrozziello, 2013).

•	 Enfatiza que la migración no es independiente del 
género,17 ya que las mujeres resultan afectadas de 
forma distinta a los hombres en el proceso migra-
torio. La prevalencia generalizada de la violencia 
por motivo de género, la feminización de la 
pobreza y el desequilibrio del mercado laboral 
desde el punto de vista del género influyen tanto 
en la toma de decisión de migrar y la forma de rea-
lizar el viaje de las mujeres, como en los sectores 
laborales en los que logran insertarse y los abusos 
que enfrentan. Por lo tanto, propone la incorpora-
ción de la perspectiva de género como esencial 
para el análisis de la situación de las mujeres 
migrantes y la elaboración de políticas públicas 
que combatan la discriminación y el abuso hacia 
ellas, y promuevan sus derechos.

•	 Considera el enfoque de derechos y de género, así 
como la visión de insterseccionalidad, que atiende 
las formas interrelacionadas de discriminación. Es 
decir, registra que la vivencia de condición de 
“mujer migrante” es modulada o acentuada por la 
intersección de diferentes variables, como la clase, 
raza/etnia, situación migratoria y edad, entre 
otras (Parella, 2003).

•	 Señala que la discriminación y la violación de 
derechos se presentan en el interior de la familia, 
en el espacio de trabajo y en las interacciones 
sociales y civiles, por la falta de reconocimiento 
social de las mujeres como sujetos de derechos, 

que se sostiene a nivel legal, así como en el diseño 
y/o instrumentación de políticas y programas. 

•	 Reconoce que estas discriminaciones y violaciones 
de derechos se producen tanto en los países de 
destino como en los de origen y tránsito, por lo que 
distingue las responsabilidades de los países para 
la atención de cada caso, y llama la atención sobre 
la necesidad de la cooperación entre los estados a 
distinto nivel (bilateral, regional y multilateral). 

•	 Para combatir las causas, manifestaciones y conse-
cuencias de las discriminación y abuso a las traba-
jadoras migrantes y promover sus derechos, 
considera los diferentes niveles y dimensiones del 
proyecto migratorio: como los procesos estructura-
les que determinan patrones de migración y asen-
tamiento; las transformaciones institucionales 
que se producen por la migración, y la propia expe-
riencia del sujeto migrante (Salazar Parreñas, 2001).

•	 Es de su interés no sólo promover los derechos 
humanos de las trabajadoras migrantes, sino 
garantizar su pleno ejercicio y disfrute de facto. De 
ahí que la RG 26 CEDAW hable de la aplicación, 
que implica el disfrute de jure y de facto de los 
derechos fundamentales.18

•	 Finalmente, los principios de la CEDAW de no dis-
criminación y obligación del Estado llaman a 
acción punitiva contra aquellos que violen los 
derechos de las trabajadoras migrantes (agentes 
públicos y privados). Al atender el vínculo entre 
autoridades y empleadores, agencias de recluta-
miento y familiares, responsabiliza al Estado de la 
discriminación o violaciones a los derechos que 
los agentes no estatales realicen en contra de las 
trabajadoras migrantes, por lo que disuade la 
impunidad (UNIFEM, 2005). 

La CEDAW y su RG 26 mandan que los derechos de las 
trabajadoras migrantes deban garantizarse a través 
del proceso legislativo, por lo que funciona como ins-
trumento de promoción de leyes, políticas públicas  
y programas que protejan a las mujeres migrantes.  
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El marco de la CEDAW, sus medidas comprehensivas 
y su jurisprudencia, permiten ir más allá de la asis-
tencia post violación que caracterizan actualmente 
las políticas hacia las personas migrantes, ya que 
busca atender los contextos de desarrollo humano 
en los que se origina y produce la migración —cues-
tiones de discriminación estructural de largo plazo— 
que perpetúan o acentúan la vulnerabilidad de las 
mujeres que migran para trabajar, y les impiden la 
oportunidad de que, precisamente la migración, les 
cambie favorablemente la vida. 

La RG 26 CEDAW identifica una serie de violaciones 
y/o barreras de acceso a derechos que enfrentan las 
mujeres trabajadoras migrantes durante el proceso 
migratorio y emite recomendaciones para contribuir 
a erradicar estas formas de discriminación y garanti-
zar de forma efectiva sus derechos. Por las especifici-
dades de este trabajo, el presente análisis se delimita 
a las barreras que enfrentan las trabajadoras migran-
tes en México, como país de destino:

1.	 La discriminación del mercado laboral a la mujer

2.	 La intersección de la discriminación de género con 
el racismo y la xenofobia contra trabajadoras 
migrantes

3.	 La violencia basada en el género en el lugar de tra-
bajo

4.	 Los términos y condiciones de explotación en el 
trabajo

5.	 Las restricciones a la libertad de movimiento 

6.	 Las limitaciones al acceso a la salud, incluidos los 
hijos

7.	 Los impedimentos al acceso a la educación para 
los hijos

8.	 Las barreras para la unidad familiar

9.	 Las barreras para el acceso a la justicia

10.	 Las restricciones de organización y asociación 
colectiva

11.	 Las barreras a la documentación migratoria (per-
miso de estancia/residencia y autorización para 
trabajar)

12.	 Las restricciones para casarse con un ciudadano 
mexicano.

13.	 Los impedimentos para que los hijos tengan 
acceso a la identidad.

Esta lista es un resumen de un mapa más amplio de 
violaciones y barreras —basadas en el género— a los 
derechos de las trabajadoras migrantes en el lugar de 
destino. El mapa completo, que puede observarse en 
el Cuadro A en el anexo, está elaborado a partir de la 
CEDAW y su RG 26, así como de varios trabajos previos 
sobre el tema realizados por ONU Mujeres (UNIFEM, 
2005; ONU Mujeres, 2013). Este mapa de barreras y 
recomendaciones brinda un marco metodológico 
para analizar el reconocimiento de jure de la legisla-
ción mexicana con respecto a la RG 26 CEDAW.

Debido a la amplitud en número y tema de las viola-
ciones y barreras que enfrentan las trabajadoras 
migrantes, son necesarias varias leyes para proteger 
sus derechos. Por ejemplo, la Ley de Migración en 
México consagra el derecho a la libertad de tránsito, a 
la salud, la educación, la justicia, la identidad, la unidad 
familiar, así como los requisitos de permiso de estancia 
y autorización para trabajar. Por su parte, la Ley Federal 
del Trabajo aborda la discriminación del mercado labo-
ral a las mujeres, la violencia laboral basada en el 
género, así como los términos y condiciones de explo-
tación en el trabajo. De hecho, ambas leyes se pronun-
cian efectivamente sobre el derecho a la igualdad y no 
discriminación para las trabajadoras migrantes.

En el anexo se presenta el Cuadro A, que ilustra la 
correlación de las barreras y/o violaciones a los dere-
chos de las trabajadoras migrantes sobre las que se 
pronuncia la RG 26 CEDAW, con los derechos consagra-
dos en la Constitución, la Ley Federal del Trabajo (LFT), 



la Ley de Migración (LM) y la Ley General para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata 
de Personas y para la Protección y Asistencia a Vícti-
mas de estos Delitos (Ley de Trata).

2.2 Enfoque de género

Como se detalló en el apartado anterior, la RG 26 
CEDAW establece, en sus párrafos 5 y 7, que la incor-
poración de la perspectiva de género reviste una 
importancia esencial para el análisis de la situación 
de las migrantes y la elaboración de leyes y políticas 
para combatir la discriminación, la explotación y el 
abuso del cual son víctimas, así como para que pue-
dan ejercer y disfrutar sus derechos en todos los 
ámbitos en pie de igualdad con los hombres. 

Para la CEDAW, la igualdad de género incluye la igual-
dad de acceso y oportunidades, así como de benefi-
cios y resultados. El género es un término usado para 
describir los papeles socialmente construidos para 
mujeres y hombres. Estos roles son aprendidos, varían 
entre culturas y pueden cambiar en el transcurso del 
tiempo. La pertenencia a un género u otro puede dar 
lugar a experiencias diferenciadas que se complejizan 
con la intersección del género con otras categorías, 
como la raza, origen étnico, edad, estado civil o esta-
tus socioeconómico. Por lo tanto, para que las leyes 
sean sensibles al género por completo, deben reflejar 
estas intersecciones (OSCE, 2009; AWID, 2004). 

En este sentido, la legislación que regula los derechos 
de las trabajadoras migrantes debe:

1.	 Proteger los derechos de las trabajadoras migran-
tes.

2.	 Garantizar la igualdad sustantiva entre hombres y 
mujeres mediante el cumplimiento de jure de la 
RG no. 26 CEDAW.

3.	 Estar basada en evidencia, para que los derechos 
consagrados puedan ser ejercidos efectivamente 
por las trabajadoras migrantes.
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4.	 Considerar una evaluación de su impacto en las 
relaciones de género.

México ha comenzado a transversalizar la perspectiva 
de género en sus leyes, políticas y programas, en su 
objetivo de armonizarlas con la CEDAW y su Reco-
mendación General 26. Sin embargo, en el marco de la 
protección de los derechos de las mujeres trabajado-
ras migrantes, todavía queda mucho trabajo por 
hacer, como se verá a continuación. 

2.3 Medidas bilaterales y regionales para la 
protección de trabajadores/as migrantes. 

Además de los instrumentos mencionados en el 
apartado anterior, existen a nivel internacional otras 
medidas bilaterales, expresadas en acuerdos en 
materia de migración. Si bien garantizan derechos 
mínimos a los y las trabajadoras migrantes de los paí-
ses signatarios, no han sido diseñados con el objetivo 
particular de atender los derechos laborales de la 
población migrante. Según los distintos regímenes 
jurídicos, estos acuerdos pueden ser directamente 
aplicables en el derecho interno o puede requerirse 
para ello su incorporación en la legislación nacional.

Históricamente, la informalidad migratoria ha carac-
terizado los desplazamientos transfronterizos en el 
sur de México. No han sido suficientes los esfuerzos 
bilaterales que permitan regular estos flujos y hacer 
vigentes los derechos de las y los trabajadores 
migrantes. Ha sido el tema de seguridad, y no el de 
derecho, lo que se ha priorizado en los acuerdos bila-
terales en materia de migración en la frontera sur. En 
este aspecto, hay que señalar los acuerdos que México 
firmó en este sentido: 

•	 En marzo de 2004, México firmó un Plan de Acción 
para la cooperación en Asuntos migratorios y de 
Protección Consular con El Salvador, por una parte, 
y con Honduras, por otra. Este plan incluyó los pro-
cesos para la repatriación segura, digna y orde-
nada de migrantes, el fortalecimiento de la 
cooperación consular, así como acciones preventi-

vas orientadas a informar a las y los potenciales 
migrantes sobre los riesgos en relación al cumpli-
miento de una condena en el lugar de origen en 
caso de migrantes que hayan cometido delitos 
(por ejemplo). Sin embargo, hasta la actualidad, 
poco o nada se sabe de su ejecución.

•	 En ese mismo marzo de 2004, México y Guate-
mala firmaron un Memorando de entendimiento 
para la protección de las mujeres y de los menores 
de edad víctimas de trata y tráfico de personas en 
la frontera México-Guatemala.

Por otro lado, existe un Memorando de Entendimiento 
firmado entre los gobiernos de los Estados Unidos 
Mexicanos, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nica-
ragua para la Repatriación Digna, Ordenada, Ágil y 
Segura de nacionales centroamericanos migrantes 
vía terrestre. Nicaragua ha sido el último país en apli-
car dicho Memorándum (empezó su aplicación a par-
tir de Marzo del 2008). Entre las consideraciones de 
estos acuerdos, cabe señalar, no están las de los dere-
chos laborales de las y los migrantes. 

La medida más reciente implementada por el gobierno 
mexicano en la frontera sur, es el Programa Frontera 
Sur, signado en julio de 2014 a partir del decreto por el 
cual se crea la Coordinación para la Atención Integral 
de la Migración en la Frontera Sur19. A través de este 
programa, se espera facilitar el ingreso de las y los tra-
bajadores transfronterizos al sur de México.

También, en el marco del presente estudio, es impor-
tante mencionar que México ha firmado reciente-
mente una medida bilateral para proteger los 
derechos de las y los trabajadores migrantes: el 
Acuerdo de cooperación en materia laboral entre 
México y Guatemala, signado por los dos países el 7 de 
agosto de 2014. Este Acuerdo tiene como objetivo dar 
una mayor protección a las y los trabajadores migran-
tes temporales, mediante “la construcción de políti-
cas públicas para la promoción del empleo digno, 
decente y productivo, así como el respeto a sus dere-
chos laborales”20. El Acuerdo contempla las siguientes 
acciones: 



29Legislación mexicana y derechos de las 
trabajadoras migrantes

1.	 Creación de un Grupo de Trabajo técnico intergu-
bernamental 

2.	 Diseño de un observatorio laboral México-Guate-
mala 

3.	 Diseño e implementación de un programa de tra-
bajo temporal

4.	 Construcción de un padrón binacional para el 
registro y autorización para la operación de agen-
cias reclutadoras 

5.	 Campañas de difusión que brinden información 
amplia a los trabajadores migrantes temporales 
respecto a sus derechos y el correcto recluta-
miento por agencias privadas

La correcta implementación del reciente Acuerdo 
requiere de la disponibilidad de recursos humanos y 
financieros de la Secretaría de Trabajo y Previsión 
Social de México, así como del Ministerio de Trabajo y 
Previsión Social de Guatemala. Por su parte, será 
importante monitorear esta implementación a fin de 
que considere la situación específica de las mujeres e 
incorpore la perspectiva de género.

En este contexto, se espera que los avances del Pro-
grama Frontera Sur garanticen la regularización de la 
situación de las trabajadoras migrantes, respaldada 
por una mayor inspección de sus lugares de trabajo, y 
que se atienda la cuestión de la seguridad social que 
hasta la fecha no se ha tomado en cuenta en los 
acuerdos bilaterales que se han firmado.

2. 4 Posición de México frente a la protección de los 
derechos de las trabajadoras migrantes desde la ley

México ha ratificado la CEDAW, la CTM, así como la 
mayoría de los convenios fundamentales de la OIT.21 
Considerando que la observancia de las leyes en 
México implica el respeto de los tratados internacio-
nales (a partir de la reforma de 2011 en materia de 
derechos humanos a la Constitución, como se explicó 

en páginas anteriores), estos instrumentos interna-
cionales forman parte fundamental del orden jurí-
dico en México y sus principios son de cumplimiento 
obligatorio para el Estado mexicano.

Durante los últimos tres años, se han generado diver-
sos procesos legislativos que han derivado en la publi-
cación de normatividad para delinear la política 
migratoria del país; proteger a refugiados; prevenir, 
sancionar y erradicar la trata de personas, y promover 
la asistencia a víctimas. A su vez, se reformó en 
noviembre de 2012 la Ley Federal del Trabajo. En este 
sentido, México cuenta con un marco regulatorio 
importante para promover y garantizar los derechos 
de las trabajadoras migrantes. Sin embargo, presenta 
vacíos y fallas de protección que pueden resarcirse 
mediante una completa armonización con la CEDAW 
y su Recomendación General no. 26.

La planeación nacional 2013-2018 representa un 
avance en este sentido, ya que refleja el compromiso 
de México de cumplir con la CEDAW desde el más alto 
nivel de gobierno (Plan Nacional de Desarrollo, 2013). 
Esta situación abre la posibilidad de ampliar el acceso 
de las trabajadoras migrantes a sus derechos en 
todas las áreas que identifica la CEDAW y su RG 26, así 
como a otros instrumentos internacionales. El cuadro 
1 reproduce las líneas de acción que establecen los 
principales documentos de la planeación nacional 
2013-2018 sobre el tema, a fin de armonizar la legisla-
ción migratoria con la RG 26 CEDAW: el Programa 
Especial de Migración (PEM), el Programa Nacional 
para la Igualdad de Oportunidades y no Discrimina-
ción contra las Mujeres (PROIGUALDAD), el Programa 
de la Secretaría de Relaciones Exteriores (PSRE), el Pro-
grama Sectorial de Trabajo y Previsión Social (PSTPS), 
el Programa Nacional para la Igualdad y No Discrimi-
nación (PRONAIND) y el Programa Nacional para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de 
Trata de Personas y para la Protección y Atención de 
Víctimas de estos Delitos (PNT).
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Cuadro 1. Líneas de acción contempladas en la planeación nacional 2013-2018 que contribuyen a armonizar  
la legislación nacional con la RG 26 CEDAW

PEM PROIGUALDAD PSRE PSTPS PRONAIND PNT

1.1.1	 Analizar y presentar reformas  
al marco normativo en materia 
migratoria con criterios de 
integralidad, transversalidad y 
multisectorialidad. SEGOB, SRE, 
INMUJERES, SS-DIF y SEP.

1.1.5 	 Promover la armonización de la Ley 
General para Prevenir, Sancionar  
y Erradicar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas y para la 
Protección y Asistencia a las 
Víctimas de estos Delitos en las 
entidades federativas. INMUJERES 
coordina la estrategia.

2.2.10	Impulsar la armonización 
legislativa a nivel federal y local  
con los tratados internacionales  
en materia de derechos de las 
mujeres.

3.5.1 	 Impulsar la ratificación  
del Convenio 156 de la OIT  
(línea de acción derivada  
del PROIGUALDAD)

4.5.2	 Impulsar mecanismos de medición para 
valorar el nivel cumplimiento de obligaciones 
internacionales en materia de igualdad y  
no discriminación. SRE; CONAPRED-SEGOB  
y SEGOB.

3.1.2	 Promover reformas a la Ley 
General de Trata de Personas, 
con el fin de armonizarla con 
la Ley General de Víctimas. 
PGR, SEGOB y CEAV.

1.1.2 	 Armonizar las legislaciones 
federales y locales en materia  
de salud, educación y actos de 
registro civil con el marco 
normativo migratorio.  
SEGOB, SS y SEP.

3.5.1 	 Impulsar la ratificación del 
Convenio 156 de la OIT. STPS.

2.5.1 	 Difundir las obligaciones 
internacionales de derechos 
humanos en los tres poderes y 
órdenes de gobierno, así como  
con sociedad civil.

6.1.1	 Promover la ratificación de instrumentos 
internacionales en materia de igualdad  
y no discriminación. CONAPRED-SEGOB; 
SEGOB, SER y CJEF.

3.1.4 	 Promover la armonización 
legislativa de los tipos 
penales vinculados al delito 
de trata de personas en todo 
el país. PGR, SEGOB y CEAV.

1.1.3 	 Reformar el marco normativo  
en materia de población para 
garantizar el derecho de la 
identidad de personas migrantes  
y familiares. SEGOB.

6.1.1 	 Integrar los derechos humanos  
de mujeres y niñas, en las 
legislaciones y reglamentos 
nacionales, de acuerdo al Art. 1° 
Constitucional. INMUJERES 
coordina la estrategia.

2.5.2 	 Contribuir a los esfuerzos para 
armonizar el marco jurídico 
nacional con las obligaciones 
internacionales de derechos 
humanos.

6.1.2	 Promover la ratificación del Convenio 189  
de la OIT sobre el trabajo decente para las  
y los trabajadores domésticos. STPS; SRE; 
CONAPRED-SEGOB; SEGOB; CJEF e INMUJERES.

1.1.5 	 Evaluar y dar seguimiento a las 
propuestas de reforma del marco 
normativo en materia migratoria. 
SEGOB y SER.

6.1.2	 Promover los acuerdos legislativos 
necesarios para las reformas a 
favor de la armonización de los 
marcos normativos. INMUJERES 
coordina la estrategia.

2.5.3 	 Promover el cumplimiento de las 
recomendaciones y sentencias  
de los organismos nacionales e 
internacionales de derechos 
humanos.

6.1.4	 Promover el retiro de declaraciones 
interpretativas y reservas a los instrumentos 
internacionales relacionados con la igualdad  
y no discriminación. CONAPRED-SEGOB; 
SEGOB; SRE; CJEF; INMUJERES.

1.2.2	 Fortalecer la participación activa 
del Poder Legislativo para la 
construcción de política migratoria 
con perspectiva de género y 
derechos humanos. SEGOB.

6.1.3	 Promover la aplicación de 
convenciones y tratados 
internacionales de derechos 
humanos de las mujeres, en  
los tres Poderes de la Unión.

2.5.5 	 Colaborar en la instrumentación de 
un marco normativo que responda 
al conjunto de compromisos 
internacionales suscritos por 
México.

6.2.8	 Impulsar reformas legislativas en materia  
de trabajo del hogar para avanzar en  
la garantía de sus derechos. STPS; IMSS; 
CONAPRED-SEGOB; SEGOB; INMUJERES y CJEF.

6.1.4 	 Garantizar el cumplimiento de  
las sentencias de organismos 
nacionales e internacionales en  
las violaciones a los derechos  
de las mujeres.

2.5.6 	Promover la aplicación adecuada 
de marcos jurídicos y normativos 
en materia de combate a la 
violencia contra las mujeres.

6.4.2	 Diseñar métodos de análisis para impulsar  
la armonización legislativa en materia de 
igualdad y no discriminación. CONAPRED-
SEGOB. 

6.1.7	 Disponer de información de 
calidad, oportuna y confiable  
sobre los avances legislativos.

2.5.7. 	Promover y dar seguimiento al 
cumplimiento de los compromisos 
internacionales en materia de 
violencia de género.

6.4.3	 Realizar diagnósticos con autoridades 
federales y/o estatales, OSC y especialistas 
para identificar aspectos discriminatorios  
en la legislación. APF.

6.4.4.	Realizar consultas con especialistas, OSC y 
víctimas de discriminación sobre propuestas 
legislativas en materia de igualdad y no 
discriminación. APF.

Fuente: Elaboración propia a partir de los documentos de planeación nacional 2013-2018.
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Cuadro 1. Líneas de acción contempladas en la planeación nacional 2013-2018 que contribuyen a armonizar  
la legislación nacional con la RG 26 CEDAW

PEM PROIGUALDAD PSRE PSTPS PRONAIND PNT

1.1.1	 Analizar y presentar reformas  
al marco normativo en materia 
migratoria con criterios de 
integralidad, transversalidad y 
multisectorialidad. SEGOB, SRE, 
INMUJERES, SS-DIF y SEP.

1.1.5 	 Promover la armonización de la Ley 
General para Prevenir, Sancionar  
y Erradicar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas y para la 
Protección y Asistencia a las 
Víctimas de estos Delitos en las 
entidades federativas. INMUJERES 
coordina la estrategia.

2.2.10	Impulsar la armonización 
legislativa a nivel federal y local  
con los tratados internacionales  
en materia de derechos de las 
mujeres.

3.5.1 	 Impulsar la ratificación  
del Convenio 156 de la OIT  
(línea de acción derivada  
del PROIGUALDAD)

4.5.2	 Impulsar mecanismos de medición para 
valorar el nivel cumplimiento de obligaciones 
internacionales en materia de igualdad y  
no discriminación. SRE; CONAPRED-SEGOB  
y SEGOB.

3.1.2	 Promover reformas a la Ley 
General de Trata de Personas, 
con el fin de armonizarla con 
la Ley General de Víctimas. 
PGR, SEGOB y CEAV.

1.1.2 	 Armonizar las legislaciones 
federales y locales en materia  
de salud, educación y actos de 
registro civil con el marco 
normativo migratorio.  
SEGOB, SS y SEP.

3.5.1 	 Impulsar la ratificación del 
Convenio 156 de la OIT. STPS.

2.5.1 	 Difundir las obligaciones 
internacionales de derechos 
humanos en los tres poderes y 
órdenes de gobierno, así como  
con sociedad civil.

6.1.1	 Promover la ratificación de instrumentos 
internacionales en materia de igualdad  
y no discriminación. CONAPRED-SEGOB; 
SEGOB, SER y CJEF.

3.1.4 	 Promover la armonización 
legislativa de los tipos 
penales vinculados al delito 
de trata de personas en todo 
el país. PGR, SEGOB y CEAV.

1.1.3 	 Reformar el marco normativo  
en materia de población para 
garantizar el derecho de la 
identidad de personas migrantes  
y familiares. SEGOB.

6.1.1 	 Integrar los derechos humanos  
de mujeres y niñas, en las 
legislaciones y reglamentos 
nacionales, de acuerdo al Art. 1° 
Constitucional. INMUJERES 
coordina la estrategia.

2.5.2 	 Contribuir a los esfuerzos para 
armonizar el marco jurídico 
nacional con las obligaciones 
internacionales de derechos 
humanos.

6.1.2	 Promover la ratificación del Convenio 189  
de la OIT sobre el trabajo decente para las  
y los trabajadores domésticos. STPS; SRE; 
CONAPRED-SEGOB; SEGOB; CJEF e INMUJERES.

1.1.5 	 Evaluar y dar seguimiento a las 
propuestas de reforma del marco 
normativo en materia migratoria. 
SEGOB y SER.

6.1.2	 Promover los acuerdos legislativos 
necesarios para las reformas a 
favor de la armonización de los 
marcos normativos. INMUJERES 
coordina la estrategia.

2.5.3 	 Promover el cumplimiento de las 
recomendaciones y sentencias  
de los organismos nacionales e 
internacionales de derechos 
humanos.

6.1.4	 Promover el retiro de declaraciones 
interpretativas y reservas a los instrumentos 
internacionales relacionados con la igualdad  
y no discriminación. CONAPRED-SEGOB; 
SEGOB; SRE; CJEF; INMUJERES.

1.2.2	 Fortalecer la participación activa 
del Poder Legislativo para la 
construcción de política migratoria 
con perspectiva de género y 
derechos humanos. SEGOB.

6.1.3	 Promover la aplicación de 
convenciones y tratados 
internacionales de derechos 
humanos de las mujeres, en  
los tres Poderes de la Unión.

2.5.5 	 Colaborar en la instrumentación de 
un marco normativo que responda 
al conjunto de compromisos 
internacionales suscritos por 
México.

6.2.8	 Impulsar reformas legislativas en materia  
de trabajo del hogar para avanzar en  
la garantía de sus derechos. STPS; IMSS; 
CONAPRED-SEGOB; SEGOB; INMUJERES y CJEF.

6.1.4 	 Garantizar el cumplimiento de  
las sentencias de organismos 
nacionales e internacionales en  
las violaciones a los derechos  
de las mujeres.

2.5.6 	Promover la aplicación adecuada 
de marcos jurídicos y normativos 
en materia de combate a la 
violencia contra las mujeres.

6.4.2	 Diseñar métodos de análisis para impulsar  
la armonización legislativa en materia de 
igualdad y no discriminación. CONAPRED-
SEGOB. 

6.1.7	 Disponer de información de 
calidad, oportuna y confiable  
sobre los avances legislativos.

2.5.7. 	Promover y dar seguimiento al 
cumplimiento de los compromisos 
internacionales en materia de 
violencia de género.

6.4.3	 Realizar diagnósticos con autoridades 
federales y/o estatales, OSC y especialistas 
para identificar aspectos discriminatorios  
en la legislación. APF.

6.4.4.	Realizar consultas con especialistas, OSC y 
víctimas de discriminación sobre propuestas 
legislativas en materia de igualdad y no 
discriminación. APF.

Fuente: Elaboración propia a partir de los documentos de planeación nacional 2013-2018.
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En esta sección se analiza la principal legislación 
mexicana que regula el trabajo y protege los derechos 
de las trabajadoras migrantes a partir de los siguien-
tes indicadores:

1.	 Si protege los derechos de las trabajadoras 
migrantes mediante el cumplimiento de jure de la 
RG no. 26 CEDAW.

2.	 Si garantiza la igualdad sustantiva entre hombres 
y mujeres mediante el cumplimiento de jure de la 
RG no. 26 CEDAW.

3.	 Si está basada en evidencia para que los derechos 
consagrados puedan ser ejercidos efectivamente 
por las trabajadoras migrantes.

Como se mencionó en la introducción, la legislación 
que se analiza es la siguiente:

1.	 Ley de Migración (2011, reformada en 2013), su 
Reglamento (2012, reformado en 2014) y Linea-
mientos (2012).

2.	 Ley Federal del Trabajo (1970, reformada en 2012).

3.	 Ley General para prevenir, sancionar y erradicar los 
delitos en materia de Trata de Personas y para la 
protección y asistencia a las víctimas de estos deli-
tos (2012, reformada en 2014).

3.1 Ley de Migración, su Reglamento y Lineamientos 

La normatividad migratoria en México que regula el 
internamiento, tránsito y salida de extranjeros en 
nuestro país está conformada por La Ley de Migración 
(publicada el 25 de mayo de 2011), su Reglamento 
(publicado el 28 de septiembre de 2012), así como por 
los Lineamientos para los Trámites y Procedimientos 
Migratorios y los Lineamientos Generales para la 
expedición de visas que emiten las Secretarías de 
Gobernación y de Relaciones Exteriores (publicados el 
8 de noviembre de 2012).

Como se señaló anteriormente, esta Ley fue producto, 
entre otros factores, de la necesidad de armonizar la 
legislación nacional con los compromisos derivados 
de la ratificación de instrumentos internacionales, 
particularmente con la Convención sobre la Protec-
ción de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migrantes y sus Familias (CTM). Sin embargo, una 
tarea pendiente es armonizarla con la RG 26 CEDAW, 
de ahí la relevancia del análisis del cumplimiento de 
jure de esta legislación con este compromiso interna-
cional de México.

3.1.1 Protección de los derechos de las trabajadoras 
migrantes en la legislación migratoria 

La Ley de Migración reconoce importantes derechos 
para las trabajadoras migrantes, especialmente por-
que los garantiza con independencia de su situación 
migratoria (Art.6), como recomienda la CTM y la RG 
26 de la CEDAW. De la serie de barreras de acceso a 
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derechos que identifica la RG 26 CEDAW, la legislación 
migratoria atiende las siguientes:

1.	 Las restricciones a la libertad de movimiento. 

2.	 Las limitaciones al derecho a la salud.

3.	 Los impedimentos al acceso a derechos (identi-
dad, salud, educación) para los hijos.

4.	 Las barreras a la unidad familiar.

5.	 Las barreras para el acceso a la justicia.

6.	 Las barreras a la documentación migratoria (per-
miso de estancia/residencia y autorización para 
trabajar). 

7.	 La intersección de la discriminación de género con 
el racismo y la xenofobia contra trabajadoras 
migrantes.

A continuación se presentan las disposiciones de esta 
ley que favorecen las condiciones de las personas 
migrantes que se internan en el territorio nacional, y 
que se extienden a todas las trabajadoras migrantes 
centroamericanas en México:

1.	 Derecho a la libertad de movimiento. En su art. 7, 
la Ley de Migración dispone que el libre tránsito es 
un derecho de todas las personas y que ninguna 
persona será requerida de comprobar su naciona-
lidad ni su situación migratoria, salvo por las auto-
ridades competentes y bajo las circunstancias 
establecidas en la ley. Por su parte el art. 48 esta-
blece que la salida de mexicanos y extranjeros del 
territorio podrá realizarse libremente.

2.	 Derecho a la salud. El art. 8 establece el derecho 
de las y los migrantes a los servicios médicos, 
independientemente de su situación migratoria. 

3.	 Acceso a la educación. La ley otorga, en su art. 8, el 
derecho a la educación, incluidas hijas e hijos de 
trabajadoras migrantes.

4.	 Acceso a la identidad. La ley otorga, en sus arts. 9 y 
12, el derecho a llevar actos civiles: expedición de 
actas de nacimiento, reconocimiento de hijos, 
matrimonio, divorcio y muerte.

5.	 Acceso a la unidad familiar. La ley otorga, en sus 
arts. 2, 10, 54 y 55, el derecho a la preservación de la 
unidad familiar. La ley establece la unidad familiar 
e interés superior de la niña, niño y adolescente 
como criterio prioritario de internación y estancia 
de extranjeros en México.

6.	 Acceso a la justicia. En el art. 11, la ley otorga a las 
personas migrantes el derecho a presentar quejas 
en materia de derechos humanos, así como a la 
procuración e impartición de justicia. Además, en 
el art. 12 establece que todos y todas las migrantes 
tendrán derecho al reconocimiento de su perso-
nalidad jurídica, de conformidad con lo dispuesto 
en la Constitución, así como en tratados y Conve-
nios Internacionales.

7.	 Acceso a la documentación migratoria. La docu-
mentación migratoria es el trámite administra-
tivo que realizan las personas extranjeras para 
ingresar o permanecer en el país cumpliendo las 
disposiciones normativas en la materia. A pesar de 
que la ley prevé el acceso a la documentación 
migratoria (arts. 52, 54, 57, 132-134), lo hace de 
forma neutral al género. Más adelante se analiza-
rán estas disposiciones, con el objetivo de demos-
trar que la ley discrimina indirectamente a las 
mujeres trabajadoras migrantes centroamerica-
nas en Chiapas que buscan acceder a estos meca-
nismos, por lo que promueve la migración irregular 
y el trabajo informal. 

8.	 El derecho a la igualdad y la no discriminación. En 
su art. 2, la ley reconoce la equidad entre naciona-
les y extranjeros, especialmente en lo que respecta 
a la plena observancia de las garantías individua-
les, como principio fundamental de la política 
migratoria. Asimismo, la ley parte del principio del 
respeto a los derechos humanos y la no discrimina-
ción basada en origen, nacionalidad, género, etnia, 
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edad y situación migratoria. Finalmente, considera 
especial atención para grupos vulnerables, entre 
ellos, las mujeres. Sin embargo, como se analizará 
más adelante, la propia ley discrimina a las trabaja-
doras migrantes cuando dos o más categorías 
sociales se interrelacionan entre sí (mujer-indí-
gena, mujer-analfabeta, mujer-condición econó-
mica baja, mujer-trabajadora del hogar, etc). Esta 
situación de discriminación se produce, por ejem-
plo, en su acceso a la documentación migratoria. 

Como se ha revisado, la Ley de Migración reconoce 
importantes derechos, como recomienda la CTM y la 
RG 26 de la CEDAW. Sin embargo, presenta varias limi-
taciones en el derecho a la igualdad y la no discrimi-
nación, así como lagunas en el acceso a la 
documentación migratoria, que requieren una revi-
sión, ampliación, precisión y/o mejora. Este tema se 
profundiza en los siguientes apartados.

3.1.2 Igualdad sustantiva entre hombres y mujeres 
trabajadoras migrantes en la Ley de Migración

De acuerdo con la RG 26 CEDAW (recomendación 23 
a), los Estados Partes deben tomar en cuenta las cues-
tiones de género y los derechos humanos, así como 
los principios de igualdad y no discriminación, para 
reglamentar y administrar todos los aspectos y fases 
de la migración, con el fin de facilitar el acceso a las 
trabajadoras migrantes a oportunidades de empleo, 
promover la migración segura y velar por la protec-
ción de sus derechos. En este sentido, la ley reconoce a 
las mujeres como un tipo de migrante en condición 
de vulnerabilidad y manda al Instituto Nacional de las 
Mujeres (INMUJERES), en su art. 30, a:

I.	 Realizar acciones interinstitucionales, de manera 
coordinada con el INM, que permitan atender la 
problemática de las mujeres migrantes, y avanzar 

ONU Mujeres / Moysés Zuñiga
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en el cumplimiento de los tratados y convenios 
internacionales de los cuales sea parte el Estado 
mexicano; 

II.	 Promover acciones dirigidas a mejorar la condi-
ción social de la población femenina migrante y la 
erradicación de todas las formas de discrimina-
ción en su contra; 

III.	 Proporcionar a las autoridades migratorias capa-
citación en materia de igualdad de género, con 
énfasis en el respeto y protección de los derechos 
humanos de las migrantes, y 

IV.	 Las demás que señale esta ley, su Reglamento y 
demás disposiciones jurídicas aplicables.

El registro de la condición de vulnerabilidad de las 
mujeres implica el reconocimiento de las distintas 
experiencias de migración de acuerdo al género. Sin 
embargo, este reconocimiento no significa que la ley 
tenga perspectiva de género (Dimmitt, 2013). El pro-
pio mandato que la Ley de Migración da al INMUJE-
RES está más orientado a proveer atención especial a 
las mujeres, que a desmantelar las condiciones que 
generan la desigualdad y la vulnerabilidad de las 
migrantes. Por lo tanto, no es suficiente para transfor-
mar positivamente las experiencias de las trabajado-
ras migrantes en México. 

En este sentido, la ley no logra crear estructuras que 
cambien las condiciones de vulnerabilidad de las 
mujeres migrantes (Dimmitt, 2013). Para efectiva-
mente cumplir con la recomendación 23 (a) de la RG 
26 CEDAW, sería importante que la Ley de Migración 
incluyera acciones temporales específicas (acciones 
afirmativas) para asegurar la igualdad sustantiva de 
hombres y mujeres migrantes. El acceso a la docu-
mentación migratoria, es un buen ejemplo para expo-
ner esta situación. 

3.1.2.1 Discriminación indirecta a través de la 
concesión de visados
Por un lado, la RG 26 CEDAW recomienda a los Esta-
dos Parte (recomendación 26 a) asegurarse de que 
sus regulaciones de concesión de visados no discrimi-
nen indirectamente a las mujeres a través de la res-
tricción de los permisos de trabajo que necesitan las 
trabajadoras migrantes para trabajar en determina-
das categorías de empleo en que predominan los 
hombres, o mediante la exclusión de determinadas 
ocupaciones en que predominan las mujeres. En el 
caso de la legislación mexicana, es la complejidad de 
los requisitos de documentación migratoria y su 
costo lo que discrimina indirectamente a las trabaja-
doras migrantes centroamericanas en la frontera sur, 
y las deja en una situación de desventaja y desigual-
dad frente a sus pares varones, así como de despro-
tección frente a sus empleadores, como se muestra a 
continuación.

Para las y los extranjeros que desean internarse al 
país con una oferta de trabajo, la Ley de Migración, en 
su art. 52, considera las siguientes condiciones y cate-
gorías: Visitante (Visitante con permiso para realizar 
actividades remuneradas,22 Visitante Trabajador fron-
terizo23 y Visitante por Razones Humanitarias24) y 
Residente Temporal25. La condición de Residente Per-
manente se puede alcanzar, entre otros factores26, 
después de un periodo de tiempo de 4 años de situa-
ción migratoria regular27, por tener hijos de nacionali-
dad mexicana y por reconocimiento de condición de 
refugiado.28 Para obtener un permiso de trabajo, todas 
las categorías requieren de una oferta laboral.

De acuerdo con el art. 119 del Reglamento, la obten-
ción de visa por oferta de empleo se encuentra sujeta 
al cumplimiento de las cuotas que fije la Secretaría de 
Gobernación en consulta con la Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social.29 En los casos que no se determinen 
cuotas, la autorización de visa depende de la existen-
cia de la oferta de trabajo.30 

Actualmente no se ha publicado el sistema de cuotas, 
por lo que no es posible profundizar el análisis del 
acceso a permiso de trabajo en las ocupaciones donde 
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se inserta buena parte de las trabajadoras centroame-
ricanas en la frontera sur: trabajo del hogar, comercio, 
servicios (mesera), trabajo agrícola y en la industria del 
sexo. Sin embargo, el art. 120 del Reglamento ya esta-
blece una serie de criterios para la conformación de 
este sistema: las ocupaciones, las regiones geográficas 
específicas y la condición de estancia. 

En este sentido, es importante que el sistema de cuo-
tas, como recomienda la RG 26 CEDAW (recomenda-
ción 26 a), no discrimine indirectamente a las mujeres. 
El sistema de cuotas debe tomar en cuenta el mer-

cado laboral de la región transfronteriza, la discrimi-
nación del mercado laboral hacia la mujer en México, 
así como la feminización de la migración, a fin de que 
incluya las ocupaciones en las que se desempeñan 
buena parte de las trabajadoras migrantes centroa-
mericanas en Chiapas. 

A continuación se presenta el procedimiento que esta-
blece la ley para que una mujer migrante trabajadora 
del hogar guatemalteca del vecino departamento de 
San Marcos pueda internarse a Tapachula como resi-
dente temporal con autorización para trabajar.

Caso 1. Trabajadoras del hogar. Procedimiento para internarse en México con autorización  
para trabajar.

1.	 Que el o la dueña de casa en Chiapas cuente con constancia de inscripción como empleadora emi-
tida por el Instituto Nacional de Migración (INM) [lo que supone que debe estar dada de alta en la 
Secretaría de Hacienda (SHCP) y estar al día en su pago de impuestos].

2.	 La dueña de casa presente una oferta de trabajo al INM para solicitar la autorización de visa de la 
trabajadora. La oferta debe especificar el nombre de la trabajadora, la nacionalidad, la ocupación, el 
monto de las percepciones, la temporalidad requerida, así como manifestación de su responsabili-
dad de financiar el viaje de la persona extranjera. 

3.	 El INM puede realizar visitas para verificar la veracidad de la oferta.
4.	 El INM otorga un número único de trámite (NUT) a la oferta laboral.
5.	 La oficina consular realiza una entrevista a la trabajadora para corroborar la información y envía 

información al INM.
6.	 El INM autoriza la visa de visitante con permiso para realizar actividades remuneradas o la de resi-

dente temporal, de acuerdo con la temporalidad de la oferta de empleo.
7.	 La oficina consular en Tecún Umán expide la visa y se la entrega a la trabajadora migrante, quien al 

ingresar a México tendrá que tramitar una cita ante el INM, llenar una solicitud, presentar su pasa-
porte, foto, copia del NUT y realizar el pago por expedición de documento migratorio.

8.	 De acuerdo a la Ley Federal de Derechos31, el costo de la tarjeta de residente temporal con permiso de 
trabajo ante el INM asciende a $3,242.99 con duración de un año. No obstante, en su art. 16 establece 
que estarán exentos de pago las y los extranjeros cuya remuneración equivalga al salario mínimo 
general32 vigente en la zona donde prestarán sus servicios o tengan ingresos de menor cuantía al 
mismo. 

Art. 115, Reglamento de la Ley de Migración, Arts. 8 y 16 de la Ley Federal de Derechos y Capítulo III, párra-
fos Decimosexto y Decimoséptimo de los Lineamientos Generales para la expedición de visas que emiten 
las Secretarías de Gobernación y de Relaciones Exteriores. 
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Como se observa, el procedimiento que establece la 
legislación migratoria para obtener la documenta-
ción requerida para internarse en México con permiso 
de trabajo no contempla la realidad del mercado y 
vida transfronteriza, el perfil de las trabajadoras ni de 
empleadores privados. Por un lado, los requisitos son 
exigentes y complejos tanto para las trabajadoras 
centroamericanas en la frontera sur (presentarse en 
el Consulado de México, contar con pasaporte) como 
para sus empleadoras chiapanecas (ser contribuyente 
fiscal y estar al corriente en pago de impuestos).33 Por 
otro lado, los costos de la documentación y los trámi-
tes de regularización son altos en relación a los sala-
rios de las trabajadoras migrantes centroamericanas 
en Chiapas. Más allá de que en esta entidad no se ha 
respetado la exención del pago establecida en el art. 
16 de la Ley Federal de Derechos (Blanco, 2012; Casillas, 
2006). Por lo tanto, entre enero de 2011 y el 16 de julio 
de 2014, el INM ha expedido únicamente 153 constan-
cias de empleador para contratar extranjeras como 
trabajadoras del hogar (INM Delegación Federal de 
Chiapas, 2014). 

Al discriminar a las trabajadoras migrantes centroa-
mericanas del acceso a la internación en México con 
permiso de trabajo, la legislación migratoria pro-
mueve la migración irregular y la explotación en el 
trabajo. Esta situación es reconocida por la propia 
Secretaría de Gobernación, que expone la necesidad 
de “crear los incentivos para obtener los documentos 
migratorios correspondientes, [ya que] la situación 
irregular de estos trabajadores, en particular las 
empleadas domésticas, los coloca en una situación de 
especial vulnerabilidad frente a los abusos por parte 
de los empleadores” (Secretaría de Gobernación, 
2014a). En este sentido, diversas investigaciones han 

documentado la manipulación que ejercen los y las 
empleadoras sobre las trabajadoras en situación irre-
gular por su temor a ser deportadas (Rojas y Ángeles, 
2008; Fernández, 2012).

Para atender esta situación, durante 2014, el Grupo de 
Trabajo sobre Política Migratoria (GTPM)34 presentó 
una serie de propuestas, entre las que destacan 
(GTPM, 2014): 

•	 Reformar el art. 52 de la Ley de Migración para per-
mitir realizar actividades remuneradas a las per-
sonas que cuentan con la condición de estancia de 
Visitante Regional.35

•	 Reformar el art. 52 de la Ley de Migración para que, 
en el caso de las condiciones de estancia de resi-
dente temporal y visitante con permiso para reali-
zar actividades remuneradas, el permiso de 
trabajo no implique forzosamente una oferta de 
empleo y que se permita desempeñar actividades 
de manera independiente. Ambas cuestiones con-
tribuirían a desvincular a las trabajadoras de un 
empleador abusivo. 

•	 Reformar los arts. 145 y 146 de la Ley de Migración 
para reducir el costo de las multas a las personas 
extranjeras autorizadas para regularizar su estan-
cia. A fin de determinar el monto de las multas, es 
necesario considerar la situación socioeconómica 
de la persona, ingresos y situación familiar. 

A continuación se presenta el proceso de documenta-
ción de las trabajadoras agrícolas con la forma migra-
toria de trabajadora fronteriza.
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Caso 2. Trabajadoras agrícolas. Procedimiento 
para obtener la característica de trabajadora 
fronteriza.

1.	 El empleador debe acudir a las oficinas del 
INM para integrar y actualizar un expe-
diente.

2.	 La trabajadora requiere llegar al punto de 
entrada a México con la documentación 
solicitada:
a.	 Oferta de empleo (que indique, la 

ocupación, la temporalidad reque-
rida, el salario integrado o salario 
mínimo, el lugar de trabajo y los 
datos de la constancia de inscripción 
del empleador). 

b.	 Original y copia de cédula de vecin-
dad o pasaporte vigente.

c.	 Fotografías
d.	 Recibo del pago de $305.65. Si el pago 

que recibirá es igual o menor al sala-
rio mínimo, no paga derechos.

5.	 La autoridad del INM realiza una entre-
vista y consultas en el sistema, para expe-
dir la forma migratoria el mismo día.

6.	 Esta característica migratoria permite tra-
bajar en todos los sectores de la produc-
ción en los estados de Chiapas, Tabasco, 
Campeche y Quintana Roo.

7.	 Permite solicitar el ingreso del cónyuge e 
hijos como dependientes económicos. De 
acuerdo con el art. 77 de los Lineamientos, 
el costo de la documentación de cada 
acompañante es de $305.65.

Art. 52 de la Ley de Migración, 134, 135 y 136 del 
Reglamento, arts. 8 y 16 de la Ley Federal de 
Derechos y art. 77 de los Lineamientos para 
trámites y procedimientos migratorios.

En el caso del trabajo agrícola, la migración suele 
hacerse en grupo familiar (Rojas, 2013). La mayoría de 
las familias no puede financiar el costo de documen-
tar a todos sus miembros, como dispone la legisla-
ción. Por lo tanto, sólo tramitan el documento con 
autorización para trabajar del hombre-jefe de familia. 
En consecuencia, las mujeres, que de hecho van a tra-
bajar, son documentadas como “acompañantes” 
(Rojas y Ángeles, 2012) o ingresan de forma irregular 
(Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Cór-
dova, Instituto para las Mujeres en la Migración y 
Médicos del Mundo Francia-Misión México, 2013). 

Por la marginación que caracteriza su situación de 
origen, las mujeres trabajadoras migrantes agrícolas 
frecuentemente no están en condiciones para reco-
nocer y/o hacer valer sus propios derechos, ya que sus 
posibilidades de entrar en negociación son común-
mente coartadas por la práctica tradicional de que el 
empleador o reclutador negocie directamente con los 
integrantes masculinos del conjunto familiar. Esta 
discriminación persiste cuando el empleador no 
incluye a las mujeres en la oferta laboral que se pre-
senta al INM, ya que significa un menor costo en tér-
minos de prestaciones laborales y seguridad social. 
Por lo tanto, al cruzar la frontera y documentar su 
estancia, las autoridades migratorias registran a las 
mujeres migrantes como “acompañantes”, aunque 
saben que van a trabajar al lado de los hombres en las 
fincas agrícolas (Rojas y Ángeles, 2012; Rojas, 2013). 

Para atender esta situación de desventaja en la que se 
encuentran muchas mujeres trabajadoras migrantes, 
es necesaria una acción afirmativa en la legislación 
que permita documentarlas con la categoría de tra-
bajadora fronteriza, sin requerirles pago de derechos. 
Esta acción específica temporal permitiría compensar 
algunos de los impactos adversos de la discrimina-
ción que por siglos han vivido las mujeres y comenzar 
a generar un cambio cultural en las familias de traba-
jadores y trabajadoras fronterizas, los contratistas, los 
empleadores y las autoridades migratorias.36
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3.1.2.2 Discriminación indirecta por visas vinculadas 
al empleador o cónyuge
La RG 26 CEDAW responsabiliza al Estado de la discri-
minación o violaciones a los derechos que los agentes 
no estatales realicen en contra de las trabajadoras 
migrantes. Por lo tanto, desde la ley se debe proteger 
a las mujeres trabajadoras migrantes de este tipo de 
discriminaciones o violaciones. En este sentido, invita 
a los Estados Partes (recomendación 26 f) a contar 
con reglamentos no discriminatorios para la obten-
ción del permiso de residencia, con disposiciones para 
otorgar estos permisos de forma independiente del 
empleador o el marido, así como facilitar la continua-
ción de la permanencia legal de las mujeres que 
huyen de sus empleadores o cónyuges abusivos, o 
que son despedidas por denunciar abusos (retomada 
del art. 2f de la CEDAW).

La legislación migratoria mexicana no ha retomado 
esta recomendación: limita las posibilidades de las 
trabajadoras migrantes para terminar una relación 
laboral en condiciones de explotación, ya que todo 
documento migratorio con permiso de trabajo está 
vinculado al empleador (art. 52 de la Ley).37 En este 
sentido, la legislación mexicana no protege a las 
mujeres trabajadoras migrantes de las posibles con-
diciones de explotación de un empleador.

3.1.3 Evidencia en la elaboración de la legislación 
migratoria 

Si bien la legislación migratoria contempla caracterís-
ticas y categorías migratorias en reconocimiento de 
la vida transfronteriza y del mercado laboral regional, 
presenta limitaciones importantes. Como se ha 
expuesto, diversas disposiciones de la ley discriminan 
indirectamente a las mujeres o no son aplicables, por 
lo que contribuyen a perpetuar las condiciones de 
desigualdad y vulnerabilidad de las trabajadoras 
migrantes que se desempeñan laboralmente en 
situación irregular.

La legislación migratoria mexicana no contempla el 
impacto que tiene el trabajo de las mujeres centroa-

mericanas en Chiapas en el desarrollo regional; la 
oferta y demanda del mercado laboral transfronte-
rizo; la informalidad del mercado laboral en la enti-
dad; la discriminación a las mujeres en el mercado 
laboral mexicano; la feminización de la migración; el 
perfil de las trabajadoras migrantes centroamerica-
nas; y las condiciones de explotación en el trabajo a 
las que se enfrentan, entre otras. Esta ausencia no 
sólo responde a un incipiente cuerpo de conocimiento 
sobre el tema, sino que refleja una voluntad implícita 
de excluir a este perfil de trabajadores migrantes 
como personas con derecho a una estancia regular 
con permiso de trabajo en México.

A fin de contribuir a su inclusión, la RG 26 CEDAW 
invita a los Estados Partes (recomendación 23 c) a rea-
lizar y apoyar la ejecución de investigaciones cuanti-
tativas y cualitativas, la reunión de datos y los análisis 
para identificar problemas y las necesidades de las 
mujeres migrantes en todas las fases del proceso de 
migración, con el objetivo de promover sus derechos y 
formular regulaciones y políticas pertinentes (reto-
mada del art. 3 de la CEDAW).

En este sentido, el PEM reconoce la necesidad de con-
tar con información desagregada por sexo que refleje 
la realidad de las dinámicas migratorias en el país. 
Contempla la creación de un sistema nacional de 
información y estadística migratoria que considere 
diferencias de sexo, nacionalidad, etnias y edad, entre 
otras; así como fortalecer fondos de investigación y la 
generación de registros, estadísticas, encuestas y 
estudios sobre migración que consideren estas dife-
rencias. Estas líneas de acción están dirigidas a todas 
las dependencias y entidades que participan en el 
PEM, pero de forma sobresaliente a la SEGOB, SRE, 
STPS y CONACYT (líneas 1.5.2, 1.5.4, 1.5.6 y 1.5.7, Secreta-
ría de Gobernación, 2014a).

La generación de esta información y conocimiento es 
crucial para visibilizar la participación de las trabajado-
ras migrantes en las dinámicas migratorias, así como 
su contribución al desarrollo regional. Con estos temas 
sobre la mesa, se contará con mayores elementos para 
promover una legislación que proteja efectivamente 
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—y sin discriminar— los derechos de las trabajadoras 
migrantes en México. En el corto plazo, se requiere 
ampliar el conocimiento sobre las mujeres trabajado-
ras migrantes en la frontera sur para incidir en:

•	 El diseño del sistema de cuotas para el ingreso de 
personas extranjeras. 

•	 Las reformas legislativas que amplíen el derecho a 
trabajar a las visitantes regionales.

•	 Las reformas legislativas que permitan a las 
migrantes contar con documento de estancia y 
permiso de trabajo independiente del cónyuge y 
del empleador.

•	 Las reformas legislativas que incluyan acciones 
afirmativas para documentar a las trabajadoras 
migrantes.

La legislación migratoria no fue concebida con pers-
pectiva de género. Por lo tanto, al desarrollarla, no se 
realizó una evaluación de su impacto en las relacio-
nes de género. Si bien, durante el proceso, el GTPM 
hizo una revisión del impacto de la ley en la que pon-
deraron algunos puntos sobre la situación de las tra-
bajadoras migrantes, no puede hablarse de una 
evaluación del impacto de género propiamente dicha. 
Sin embargo, es importante rescatar la recomenda-
ción que hizo sobre la necesidad de capacitaciones 
sobre género a los funcionarios del INM, que fue reto-
mada en el mandato que la Ley de Migración le da al 
INMUJERES en su art. 30 (GTPM, 2011).

En este documento no ha sido posible realizar un aná-
lisis de la perspectiva de género del presupuesto vin-
culado a la Ley de Migración, toda vez que durante su 
realización se lleva a cabo la asignación del presu-
puesto en materia migratoria. Sin embargo, en este 
ámbito, es importante resaltar que el PEM plantea 
generar información específica sobre la planeación y 
el ejercicio de presupuestos en materia migratoria, 
que considere la perspectiva de género, indicada para 
todas las dependencias y entidades que participan en 
el PEM (línea 1.5.4, SEGOB, 2014).

A lo largo del presente análisis se ha buscado valorar 
el impacto de género de la legislación migratoria, 
específicamente en sus disposiciones para el acceso a 
la documentación migratoria. Como se ha explicado, 
por un lado, estas disposiciones (complejidad de los 
trámites y sus costos) se erigen como barreras que 
excluyen a las trabajadoras migrantes centroameri-
canas del acceso a la estancia con permiso de trabajo 
en México. Por otro lado, las condiciones de estancia 
vinculadas al cónyuge y los permisos de trabajo 
dependientes del empleador colocan a las trabajado-
ras migrantes en una situación de desventaja y des-
igualdad frente a sus pares varones y/o empleadores, 
y dejan lugar al abuso y la explotación por parte de 
agentes privados y estatales. En este sentido, la legis-
lación migratoria tiene un impacto desfavorable 
sobre las trabajadoras migrantes centroamericanas 
en la frontera sur; es decir, no promueve la igualdad 
sustantiva de oportunidades entre hombres y muje-
res. Por lo tanto, falla en su objetivo de garantizar los 
derechos de las trabajadoras migrantes centroameri-
canas en Chiapas. 

3.2 Ley Federal del Trabajo

3.2.1 Protección de los derechos de las trabajadoras 
migrantes en la Ley Federal del Trabajo

La Ley Federal del Trabajo (LFT) está en proceso de 
armonización con los instrumentos internacionales 
que protegen los derechos de las trabajadoras 
migrantes. La LFT atiende las principales barreras que 
identifica la RG 26 de la CEDAW y busca proteger los 
derechos de las trabajadoras migratorias reconocidos 
en ella:38

1.	 La discriminación del mercado laboral a la mujer.

2.	 La intersección de la discriminación de género con 
el racismo y la xenofobia contra trabajadoras 
migrantes.

3.	 La violencia basada en el género en el lugar de tra-
bajo.
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4.	 Los términos y condiciones de explotación en el 
trabajo.

La Ley Federal del Trabajo (LFT) establece las siguien-
tes condiciones generales de trabajo que establece la 
para todo trabajador y trabajadora: la existencia de 
una jornada de trabajo (art. 61) y de un salario (art. 
90); el respeto a sus condiciones de salud, seguridad e 
higiene en el trabajo (art. 132); un periodo de vacacio-
nes con una remuneración (art. 76); el derecho a pres-
taciones especiales como el aguinaldo y el reparto de 
utilidades (arts. 87 y 117); el derecho a la seguridad 
social (art. 2); el derecho de la trabajadora de renun-
ciar en cualquier momento sin consecuencia econó-
micas para ella (art. 46); el pago de emolumentos 
extras en caso de despido injustificado o el derecho a 
la reinstalación en el empleo (art. 48); el derecho a 
organizarse libremente, así como a negociar colecti-
vamente sus condiciones de trabajo (arts. 2, 354 y 357), 
así como el derecho a un trabajo sin violencia de 
género, hostigamiento y acoso sexual (art. 133).39 

La RG 26 CEDAW indica a los Estados Partes (reco-
mendación 26 b) que sus instrumentos jurídicos 
deben prever mecanismos que permitan vigilar las 
condiciones imperantes en los lugares de trabajo de 
las mujeres migrantes, particularmente en los 
empleos donde su presencia es mayoritaria (reto-
mada del art. 2 a) y f) y del art. 11 de la CEDAW). Si bien 
se buscó fortalecer la inspección del trabajo en la 
reforma de la ley en 2012 y del Reglamento de inspec-
ción laboral en 2014,40 la LFT no establece disposicio-
nes específicas sobre la supervisión e inspección de 
las condiciones laborales en las que se desempeñan 
las trabajadoras del hogar, a fin de detectar casos de 
violencia y/o explotación laboral. 

En este sentido, se presentan inconsistencias entre el 
derecho laboral y el derecho migratorio. La legislación 
migratoria contempla una revisión al empleador para 
verificar la veracidad de la oferta laboral a una extran-
jera y las condiciones que le ofrece, como requisito 
para otorgarle el permiso de estancia y trabajo. Esta 
situación exigiría una colaboración estrecha entre las 
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autoridades en materia laboral y migratoria, que 
actualmente está ausente en la normatividad laboral. 

Por su parte, destacan otros vacíos que debe resolver la 
LFT para garantizar una completa protección de los dere-
chos de las trabajadoras migrantes de acuerdo con la RG 
26 CEDAW, que se analizan en el siguiente apartado.

3.2.2 Igualdad sustantiva entre hombres y mujeres 
en la Ley Federal del Trabajo

Para que una ley del trabajo sea sensible al género, 
requiere incluir una serie de principios, derechos y 
cualidades. La reforma del 30 de noviembre de 2012 
de la LFT introdujo muchos de ellos, por lo que se dio 
un importante paso en la inclusión de la perspectiva 
de género en esta ley. Sin embargo, no son suficientes 
para garantizar la igualdad para hombres y mujeres 
en el trabajo. Todavía persisten limitaciones impor-
tantes en la LFT que dejan en desventaja a las mujeres 
mexicanas y extranjeras. 

Entre los principales cambios en este sentido, se 
incluyen:

•	 El principio de igualdad sustantiva de trabajado-
res y trabajadoras (art. 2). 

•	 El principio del trabajo decente (art. 2).41 

•	 El derecho a la no discriminación (art. 3), que incluye 
la no discriminación por condición migratoria.

El art. 56 de la LFT reafirma que las condiciones de tra-
bajo deben estar basadas en el principio de igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres, y confirma que 
no pueden establecerse diferencias y/o exclusiones. 
En este sentido, en la reforma a la LFT de 2012, se 
incluyeron nuevos derechos de paternidad responsa-
ble, así como de conciliación y corresponsabilidad de 
la vida familiar y laboral, para acompañar los dere-
chos reproductivos y de maternidad. Si bien el recono-
cimiento de estos derechos es un avance, no son 

suficientes para garantizar la igualdad de oportuni-
dades para hombres y mujeres en el trabajo.42 

Por su parte, la ley no reconoce la totalidad de los 
derechos en las ocupaciones con alta participación de 
mujeres o consideradas “femeninas”, como el trabajo 
del hogar. Por lo tanto, la LFT, más allá de incluir el con-
cepto de “trabajo decente”, no es consistente en el 
conjunto de la ley y no logra garantizar el goce pleno 
de los derechos humanos de todas las mujeres en el 
ámbito laboral (CEAMEG, 2012). 

La perspectiva de género involucra también atender 
la intersección de discriminaciones (por sexo, edad, 
etnia, raza, situación económica, estatus migratorio, 
ocupación, etcétera). Este análisis es muy importante 
en el caso de las mujeres trabajadoras en situación de 
vulnerabilidad porque presentan varias característi-
cas que son fuente de discriminación en la sociedad 
mexicana (mujer, indígena, baja escolaridad, trabaja-
dora del hogar, etcétera). Las trabajadoras migrantes 
centroamericanas en la frontera sur de México com-
parten muchas de las características de la población 
mexicana más desfavorecida, con el agravante de 
carecer de un permiso de estancia con autorización 
para trabajar. Por lo tanto, a fin de conocer el nivel de 
cumplimiento de la LFT con la RG 26 CEDAW, es nece-
sario realizar un análisis de la posición de la LFT sobre 
las principales ocupaciones en las que se insertan las 
trabajadoras migrantes en mayor situación de vulne-
rabilidad: trabajo del hogar, trabajo agrícola y trabajo 
en la industria del sexo y el entretenimiento. 

3.2.2.1 Ocupaciones con derechos restringidos en la 
Ley Federal del Trabajo
La LFT regula el trabajo del hogar y el trabajo agrícola 
como trabajos especiales (Título sexto), ya que reco-
noce que requieren de una regulación particular o 
especial en materia de jornada de trabajo, salario o 
días de descanso. A continuación se presenta el cua-
dro 2, que sintetiza los derechos que consagra la LFT 
de acuerdo a las ocupaciones en las que se desempe-
ñan las trabajadoras migrantes en Chiapas en mayor 
condición de vulnerabilidad:
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Cuadro 2. Derechos consagrados en la Ley Federal del Trabajo, por ocupación.

Derechos consagrados 
en la LFT

Derechos de las trabajadoras  
del hogar

Derechos de las trabajadoras 
agrícolas

Igualdad sustantiva 
(Arts. 2 y 56)

ü ü

No discriminación 
(Arts. 2 y 3)

ü ü

Irrenunciabilidad de derechos
(Arts. 2 y 3)

ü ü

Libertad de asociación y 
derecho a huelga 

(Arts. 2y 3)

ü

El derecho a huelga es aplicable cuando  
la trabajadora forma parte de un sindicato.

ü

El derecho a huelga es aplicable cuando 
 la trabajadora forma parte de un sindicato.

Jornada de trabajo 
(Arts. 61 y 333)

La legislación establece un descaso mínimo 
de 12 horas para aquellas que habitan en el 
hogar, sin precisar el tiempo de la jornada  
de trabajo.

Se aplica la jornada de trabajo que rige a todo 
trabajador: 8 horas jornada diurna, 7 horas 
jornada nocturna y 7.30 minutos para  
la jornada mixta.

Descanso obligatorio 
(Arts. 63, 64, 69, 333 y 336)

•	 Descanso mínimo diario nocturno de 
nueve horas consecutivas, si habitan 
en su lugar de trabajo.

•	 Descanso mínimo diario de tres horas 
entre las actividades matutinas y 
vespertinas.

•	 Descanso semanal de día y medio 
ininterrumpido, preferiblemente en 
sábado y domingo.

•	 Podrá acordarse la acumulación de 
los medios días en periodos de dos 
semanas, pero habrá de disfrutarse 
de un día completo de descanso en 
cada semana.

Los descanso mínimos que goza un 
trabajador: medía hora mínimo en jornada 
continua; si no se sale del lugar de trabajo o 
una hora si el trabajador sale del lugar de 
trabajo. Por cada seis días de trabajo, se 
gozará de un día de descanso, 
preferentemente el domingo.

Salario 
(Arts. 334 y 335)

•	 Puede comprender pago en efectivo, 
alimentos y habitación.

•	 Los alimentos y habitación se estimarán 
equivalentes al 50% del salario que se 
pague en efectivo.43

Derecho a recibir un salario mínimo, por lo 
menos.

Condiciones de trabajo 
(Art. 337)

Deben asegurar la vida y la salud. ü

Vivienda 
(Art. 337)

Cómoda e higiénica. Higiénicas, adecuadas y apropiadas a la 
proporción de familiares o dependientes 
económicos que las acompañen.
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Derechos consagrados 
en la LFT

Derechos de las trabajadoras  
del hogar

Derechos de las trabajadoras 
agrícolas

Alimentación 
(Arts. 283 y 337)

Sana y suficiente. •	 Agua para los trabajadores, sus familiares 
y animales de corral.

•	 Espacio para sus animales y permiso de 
caza y pesca.

Seguridad social 
(Arts. 13 y 12 fracción I de Ley 

de Seguro Social)

Es facultad del empleador otorgar o no la 
seguridad social.

Obligación del empleador de inscribir a los 
trabajadores en la seguridad social.

Prestaciones Es facultad del empleador otorgarlas o no. Es obligación del empleador otorgarlas.

Atención Médica 
(Arts. 283 y 338)

•	 Pago hasta por un mes de salario por 
enfermedad que no sea causal de trabajo.

•	 Asistencia médica por enfermedad si no 
es crónica hasta que se logre su curación 
o se hace cargo del trabajador un servicio 
asistencial.

•	 Si es crónica y durante 6 meses ha 
prestado sus servicios el patrón se hará 
cargo de su atención médica hasta por 
tres meses o antes si se hace cargo del 
trabajador algún servicio asistencial.

•	 En caso de muerte, el patrón pagará los 
gastos del sepelio.

•	 Contar con medicamentos y materiales 
de curación en el lugar de trabajo y 
proporcionar de forma gratuita a la 
trabajadora, los familiares o dependientes 
económicos que las acompañen.

•	 Proporcionar asistencia médica o traslado 
a servicios médicos al trabajador y su 
familia.

Maternidad  
(Título V)

Sujeta a su inscripción a la seguridad social, lo 
cual es facultad del empleador.

ü

Servicios de guardería 
(Art. 283)

Sujeta a su inscripción a la seguridad social, lo 
cual es facultad del empleador.

ü

Educación 
(Arts. 283 y 337)

El patrón deberá cooperar para la instrucción 
general de la trabajadora.

•	 Fomentar la alfabetización.
•	 Educación básica por parte del Estado 

para los hijos de las jornaleras agrícolas 
que las acompañen.

Transporte 
(Art. 283)

û

•	 Cómodo y seguro para trasladarse del 
lugar de trabajo a las zonas 
habitacionales y viceversa.

•	 Las trabajadoras estacionales también 
deberán contar con un seguro de vida 
para sus traslados desde sus lugares de 
origen a los centros de trabajo y 
posteriormente a su retorno.

Intérprete  
(Art. 283)

û
Contar con un intérprete cuando no hablen 
español.
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La RG 26 CEDAW invita a los Estados Partes (recomen-
dación 26 b) a velar porque las ocupaciones en que 
predominan las trabajadoras migrantes, como el tra-
bajo del hogar y algunas formas de esparcimiento, 
estén protegidas por las leyes laborales, en particular 
los reglamentos relativos a los salarios y las horas de 
trabajo, los códigos de salud y seguridad y los regla-
mentos relativos a los días feriados y las vacaciones.

Como muestra el cuadro 2, la LFT cumple con la RG 26 
CEDAW en el caso de las trabajadoras agrícolas. Sin 
embargo, presenta limitaciones importantes en el 
reconocimiento de los derechos de las trabajadoras 
del hogar y desconoce los de las trabajadoras en la 
industria del sexo. Precisamente son las ocupaciones 
más asociadas como “femeninas” las que presentan 
los mayores vacíos de protección desde la ley. A conti-
nuación se presentan una serie de conclusiones sobre 
la LFT y estas dos ocupaciones. 43

Trabajo en la industria del sexo
El Sistema Nacional de Clasificación de Ocupacio-
nes44 reconoce a los y las trabajadoras dedicadas a la 
prostitución dentro del grupo de Trabajadores en cui-
dados personales y del hogar. Sin embargo, el trabajo 
en la industria del sexo no está regulado en la LFT. A 
pesar de esta falta de regulación, las personas que 
laboran en este sector cuentan con derechos funda-
mentales, entre ellos el de no discriminación, libertad 
de empleo y derecho a la seguridad social. Si bien, en 
el caso de Chiapas, la legislación no penaliza el tra-
bajo en la industria del sexo, no ha generado regula-
ciones de seguridad y salud ocupacionales para 
proteger la salud de las trabajadoras en este sector, 
como recomienda la OIT (OIT, 1998).45 

Trabajo del hogar 
En cuanto a las trabajadoras del hogar, se observan 
diferencias entre la RG 26 CEDAW (y el Convenio 189 
de la OIT) y la normativa federal, que ponen en des-
ventaja a las trabajadoras que se ocupan en este sec-
tor en México. Entre otras, la LFT contempla una 
jornada de más de ocho horas para los trabajadores 

del hogar46 y no considera el pago de horas extra; 
establece sólo de manera facultativa el acceso a la 
seguridad social para los trabadores del hogar (no 
existe obligación); no obliga a las y los empleadoras a 
generar un contrato que establezca de manera deta-
llada los derechos de las trabajadoras; y no otorga 
estabilidad en el empleo para los trabajadores, toda 
vez que el o la empleadora puede dar por terminada 
la relación de trabajo sin responsabilidad, en cual-
quier tiempo, sin importar la causa.

Sin el derecho a la seguridad social, se limita el acceso 
a licencias de maternidad, al derecho a una pensión, a 
guardería para sus hijos, al pago de incapacidades, 
vacaciones, aguinaldo, entre otros beneficios.47 Si bien, 
en 2014, el Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) aprobó acuerdos para incentivar y facilitar la 
incorporación de los y las trabajadoras del hogar a la 
seguridad social, la afiliación de este tipo de trabaja-
doras por parte del patrón (persona física) sigue 
siendo voluntaria. 

Para una efectiva protección de los derechos de las tra-
bajadoras migrantes que se ocupan en el trabajo del 
hogar, es necesaria una reforma a la LFT para ampliar 
los derechos de todas las trabajadoras del hogar en 
México, a fin de que puedan gozar de un empleo 
decente: con una jornada de 8 horas, seguridad social y 
otras prestaciones. En este contexto, la ratificación del 
Convenio 189 de la OIT —como planifica el PRO-
NAIND— contribuiría a fortalecer las recomendaciones 
para la protección de los derechos de las trabajadoras 
del hogar que hace la RG 26 CEDAW y dotaría a México 
de un instrumento más para promover cambios en 
este sentido en la legislación nacional.48 El reconoci-
miento, por parte de la LFT, de los derechos de las traba-
jadoras del hogar, mexicanas y extranjeras, significaría 
un avance en la construcción de la igualdad sustantiva 
del hombre y la mujer ante la ley.49
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3.2.3 Evidencia en la construcción de la Ley Federal 
del Trabajo

La LFT se basa de manera contradictoria en la eviden-
cia. Por ejemplo, en reconocimiento a las situaciones 
de mayor explotación, identifica como ocupaciones 
especiales al trabajo agrícola y del hogar. Sin embargo, 
no alcanza a garantizar una protección efectiva de los 
derechos de las personas que trabajan en estos secto-
res, sobre todo en el caso de las trabajadoras del hogar, 
en materia de jornada laboral y seguridad social. 

La LFT no hace una referencia explícita a las mujeres 
trabajadoras migrantes. Es necesario estudiar su par-
ticipación en el mercado laboral mexicano y las discri-
minaciones que enfrentan, a fin de contar con 
evidencia para elaborar propuestas de reforma a la 
LFT que las incluyan. 

Por su parte, la LFT tiene ciertas limitaciones debido a 
que no considera la inspección de las condiciones de 
trabajo de las trabajadoras del hogar, lo cual se ha tra-
ducido en la práctica en condiciones de precariedad, 
abuso y violación de derechos de las trabajadoras 
migrantes.50 En este sentido, la ley agrava la falta de 
protección de los derechos de las trabajadoras en 
situaciones de mayor vulnerabilidad. El trabajo agrí-
cola requiere una inspección permanente de la auto-
ridad, sobre todo cuando en el mismo existe una 
participación importante de mujeres migrantes en 
situación irregular, que se encuentran en una condi-
ción de mayor vulnerabilidad a los abusos de las y los 
empleadores. En reconocimiento a las reformas a la 
LFT para fortalecer la inspección del trabajo, el PEM 
plantea una línea de acción dirigida a la SEGOB y la 
STPS, con el objetivo de supervisar las condiciones 
laborales de las personas migrantes para garantizar 
su seguridad y dignidad, particularmente en el sur de 
México (línea 4.5.6. SEGOB, 2014).

Sin embargo, las trabajadoras del hogar migrantes tie-
nen pocas herramientas para denunciar los abusos 
(Petrozziello, 2013), por lo que se encuentran aún más 

desprotegidas. La LFT y el PEM no consideran alternati-
vas para la supervisión de las condiciones laborales de 
las trabajadoras del hogar. Por lo tanto, debe generarse 
mayor evidencia que permita plantear soluciones 
desde la ley para prevenir la violación de derechos de 
las trabajadoras en el ámbito privado de los hogares.

3.3 Ley General Para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la 
Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 
Delitos

La Ley General Para Prevenir, Sancionar y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Pro-
tección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos 
(LGT), publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
14 de junio de 201251, se creó en el marco de la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos, por 
lo que está estructurada para proteger los derechos 
humanos de las víctimas de trata de personas. En este 
sentido, la LGT retoma las observaciones y trabajos 
preparatorios de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
(Convención de Palermo) y sus Protocolos del año 
2000. A su vez, cumple con compromisos internacio-
nales que derivan de convenciones de derechos 
humanos de las mujeres, como la CEDAW y la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de 
Belem do Pará).

La RG 26 de la CEDAW es clara al establecer que se 
centra en la situación laboral de las migrantes. En su 
párrafo 4 reconoce que, si bien en algunos casos las 
trabajadoras migrantes pueden ser víctimas de la 
trata de personas, por su complejidad, el fenómeno 
debe examinarse de manera más exhaustiva con 
otros instrumentos internacionales. Sin embargo, 
subraya que muchos de los elementos de la RG 26 
CEDAW son pertinentes a tomar en cuenta en diver-
sas situaciones en las que las mujeres migrantes son 
víctimas de la trata de personas.
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Así es como exhorta a los Estados Partes a: 

•	 Velar porque los empleadores y agentes de contra-
tación no confisquen o destruyan los documentos 
de viaje o de identidad de las trabajadoras migran-
tes (recomendación 26 d). 

•	 Aprobar reglamentos y sistemas de supervisión 
que aseguren que agentes de contratación y 
empleadores respeten los derechos de todas las 
trabajadoras migrantes y vigilar las actividades de 
las agencias de contratación y enjuiciarlas si 
cometen actos de violencia, coerción, engaño o 
explotación (recomendación 26 h, retomada del 
art. 2e de la CEDAW).

•	 Adoptar medidas para poner fin a la reclusión o el 
encierro forzoso en el hogar de las trabajadoras 

migrantes, particularmente las que trabajan en el 
servicio doméstico (recomendación 26 d). 

•	 Velar porque las trabajadoras migrantes dispon-
gan de servicios. Las víctimas de abusos deben 
tener derecho a servicios sociales y de emergencia 
pertinentes, con independencia de su estatus 
migratorio (recomendación 26 i, retomada de los 
arts. 3, 5 y 12 de la CEDAW).

•	 Ofrecer alojamiento temporal (durante el juicio) y 
seguro a las trabajadoras migrantes que desean 
dejar a sus empleadores, sus cónyuges u otros 
familiares abusivos (recomendación 26 c iv). 

A partir de estas recomendaciones de la RG 26 CEDAW 
aplicables a situaciones de explotación laboral y trata, 
a continuación se analiza el cumplimiento de jure de 
la LGT.52

ONU Mujeres / Moysés Zuñiga
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3.3.1 Protección de los derechos de las trabajadoras 
migrantes en la Ley General de Trata 

De acuerdo con la Convención de Palermo, la LGT no 
sólo sanciona la trata de personas,53 sino también 
otras formas de explotación.54 En este sentido, san-
ciona la esclavitud, la servidumbre, la explotación 
laboral y los trabajos forzados, como formas de explo-
tación desde la óptica de los derechos humanos.

En consonancia con la RG 26 CEDAW, la LGT considera 
trabajos forzados a las labores realizadas en condicio-
nes injustas o que atentan contra la dignidad de la 
persona, por encontrarse bajo amenaza de la denun-
cia ante las autoridades por situación migratoria irre-
gular en el país (art. 22 III). Por lo tanto, asienta que se 
deben adoptar medidas para proteger y atender a las 
personas inmigrantes, en particular a las mujeres, 
niñas, niños y adolescentes, independientemente de 
su situación migratoria (arts. 75 y 102). Un diagnóstico 
de la CNDH afirma que 15.4% de las averiguaciones 
previas por delito de trata en México entre 2009 y el 
primer semestre de 2014 corresponden a víctimas 
extranjeras, la mayoría provenientes de Centroamé-
rica (CNDH, 2014).

3.3.1.1 La inspección laboral como prevención  
del delito
La inspección laboral es un mecanismo indispensable 
para la prevención y detección de situaciones de trata 
y explotación laboral. En este sentido, la LGT indica 
que se deben establecer medidas para supervisar 
negocios que puedan ser propicios para la comisión 
del delito de trata. Por un lado, indica a la STPS a incre-
mentar sus inspecciones a los centros laborales, en el 
ámbito de su competencia, para prevenir y detectar 
oportunamente dicho delito.55 Por otro, manda a la 
SSP y a las autoridades estatales, municipales y del 
Distrito Federal, a supervisar negocios que puedan ser 
propicios para la comisión del delito de trata. Entre los 
establecimientos, cita: agencias de modelaje o artísti-
cas, salas de masajes, bares, cantinas, hoteles, cines, 
servicios de internet, baños públicos u otros (art. 104).

Como se mostró en el análisis de la LFT, la institución de 
la inspección laboral, en los hechos,  no cuenta con los 
recursos económicos ni humanos suficientes para su 
ejecución, y la disposición de la LGT no la refuerza. De 
hecho, la LGT no incluye explícitamente la verificación 
de las condiciones laborales en las que se desempeñan 
las trabajadoras del hogar. Este vacío dificulta la identi-
ficación de casos de explotación laboral o trabajos for-
zados en los que se encuentran muchas trabajadoras 
del hogar centroamericanas en Chiapas. En este sen-
tido, la LGT no alcanza a cumplir con la RG 26 CEDAW.

3.3.1.2 Acceso a la justicia
Por su parte, la LGT incluye medidas que cumplen con 
la RG 26 CEDAW. Entre otras, destacan las disposicio-
nes para garantizar el derecho a la asistencia jurídica 
y acceso a la justicia; protección y asistencia médica, 
social y psicológica a las víctimas; así como mecanis-
mos de reparación del daño (Capítulo I al III).56 

Para los casos de las mujeres migrantes víctimas de 
los delitos previstos por la LGT, es importante resaltar 
que, si así lo desea, tiene derecho de acceso a la justi-
cia, por lo que puede permanecer en el territorio 
nacional hasta agotar el procedimiento penal corres-
pondiente (art. 76). La LGT considera que deben ser 
asistidas independientemente de su situación migra-
toria (art. 75); que no están sujetas a las sanciones de 
la Ley de Migración por una estancia irregular en el 
país, y no deben ser mantenidas en centros de deten-
ción (art. 38); y que queda prohibida su devolución o 
expulsión. Es decir, que la repatriación debe ser volun-
taria y bajo certeza de que no corre peligro su vida, 
libertad, integridad, seguridad o las de sus familias 
(arts. 3 y 76). 

En concordancia con la Ley de Migración, la LGT esta-
blece que las migrantes víctimas de delito y sus fami-
liares pueden recibir una visa por razones humanitarias 
durante el periodo de espera y el procedimiento penal. 
De acuerdo con los términos de la Ley de Migración, 
las visas contarán con permiso para trabajar y podrán 
convertirse en permisos de residencia permanente a 
solicitud de la víctima (art. 78).
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3.4 Igualdad sustantiva entre hombres y mujeres 
ante la ley

La LGT incorpora como principios rectores la perspec-
tiva de género, así como la prohibición de la esclavi-
tud y de la discriminación. Define a la perspectiva de 
género como una herramienta que permite enfocar y 
comprender las desigualdades entre hombres y muje-
res socialmente construidas, a fin de establecer políti-
cas y acciones de Estado transversales para abatir las 
brechas de desigualdad entre los sexos y garantizar el 
acceso a la justicia y el ejercicio pleno de sus derechos 
(art. 3). Sin embargo, no contempla medidas específi-
cas y/o temporales (acciones afirmativas) que respon-
dan a las necesidades diferenciadas que requieren 
mujeres y hombres en su acceso a la justicia, a la exi-
gibilidad, restitución y goce de sus derechos. Por lo 
tanto no es completa la transversalización de la pers-
pectiva de género en la Ley General de Trata.

3.5 Evidencia en la construcción de la  
Ley General de Trata

Los principios que integran la LGT responden al inte-
rés de atender las necesidades de las víctimas de los 
delitos en materia de trata de personas. Sin embargo, 
el Programa Nacional para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y 
para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 
Delitos (PNT) 2014-2018 reconoce vacíos importantes 
que reflejan deficiencias en la evidencia a partir de la 
cual se formuló esta ley (SEGOB, 2014). El primero de 
ellos es la carencia de datos estadísticos desagrega-
dos que permitan una aproximación acertada a la 
realidad de este problema. El segundo, que actual-
mente no existen lineamientos establecidos para 
homologar los criterios de información respecto de 
las acciones realizadas por las distintas autoridades 
responsables en las distintas localidades. En ese sen-
tido, se torna imprescindible la construcción de un 
sistema nacional de información que recopile y siste-
matice la información, a fin de permitir la valoración 
de la aplicabilidad de la LGT, cuestión que contempla 
el PNT (estrategia 4.2., SEGOB, 2014b).

La falta de información no favorece la realización de 
un análisis del impacto de género de la ley; por ejem-
plo: actualmente no hay estadísticas para valorar si 
hay un acceso diferenciado por sexo de las víctimas a 
la justicia, a la atención y la reparación del daño. Tam-
poco hay datos sobre los clientes o consumidores de 
servicios dentro del ámbito del delito de trata y traba-
jos forzados, cuando son necesarios para analizar la 
pertinencia de incluir sanciones a estos clientes o 
consumidores en la LGT. 

Por su parte, las disposiciones de la LGT enfocan mayor 
atención a las inspecciones en centros de entreteni-
miento, mientras que la verificación de las condicio-
nes de explotación laboral en los hogares no está 
regulada. Por lo tanto, hay una coherencia en los resul-
tados que arroja el diagnóstico de la CNDH, donde 
83.1% de las averiguaciones previas por delito de trata 
en México entre 2009 y el primer semestre de 2014 
corresponden a explotación sexual, mientras que sólo 
12.4% a explotación laboral, 3.4% a explotación laboral 
y sexual y 1% a otras modalidades (CNDH, 2014). 

Sin embargo, los datos del diagnóstico no necesaria-
mente reflejan la realidad de la explotación laboral 
en México. Por ejemplo, la literatura especializada en 
el tema, así como organizaciones de la sociedad civil, 
han documentado el abuso y explotación que ejercen 
los y las empleadoras chiapanecas a las trabajadoras 
del hogar centroamericanas.57 De acuerdo con el art. 
22 III de la LGT, este abuso mediante la amenaza de 
deportación puede calificarse de delito de trabajo 
forzoso. No obstante, es un problema que sigue sin 
atenderse.
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Avances en la Ley General y el Programa Nacional de Trata para la evaluación  
del impacto de género de la LGT:

Esta ley asigna diversas responsabilidades a la Comisión Intersecretarial para Prevenir, Combatir y San-
cionar los delitos en materia de Trata de Personas (CIPSTP)58 que abonan para una futura evaluación del 
impacto de género de la ley (arts. 81-89), por ejemplo:

Recopilar los datos estadísticos relativos a la incidencia delictiva en materia de los delitos previstos en 
esta Ley, desagregados por número de víctimas, su sexo, estado civil, edad, nacionalidad o lugar de origen, 
forma de reclutamiento, modalidad de victimización, lugares de destino y, en su caso, calidad migratoria, 
cuando proceda; los datos correspondientes a las rutas y los métodos de transportación que utilizan las 
personas y organizaciones delictivas que cometen los delitos.

Asimismo, el PNT contempla en su estrategia 4.1, dirigida a SEGOB, PGR, CEAV, SCT, SRE, STPS, SS, SEDESOL, 
SEP, SECTUR, SNDIF, INMUJERES e INACIPE, el diseño y establecimiento de mecanismos mixtos de evalua-
ción y desempeño de resultados para la implementación de mejoras.

Arts. 81-89 de la Ley General de Trata y líneas de acción 4.1.2, 4.1.3, 4.1.7 y 4.1.8 del Programa Nacional de Trata.





PUNTOS RELEVANTES 
Y RECOMENDACIONES
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Para finalizar, a continuación se presenta una serie de 
tópicos relevantes de cada una de las leyes que se han 
analizado, con su consiguiente lista de recomendacio-
nes puntuales para fortalecer estos instrumentos con 
el fin de mejorar la protección de los derechos de las 
mujeres trabajadoras centroamericanas en Chiapas. 
Las recomendaciones están dirigidas al Legislativo, así 
como a las distintas instancias del Ejecutivo respon-
sables de llevarlas a cabo. 

4.1 Legislación Migratoria

4.1.1 Puntos relevantes del análisis sobre la 
legislación migratoria

1.	 La legislación migratoria cumple con los siguien-
tes derechos, como recomienda la RG 26 CEDAW:

•	 Derecho a la libertad de movimiento  
(arts. 7 y 48).

•	 Derecho a la salud (art. 8).
•	 Derecho a la educación (art. 8).
•	 Derecho a la identidad (arts. 9 y 12).
•	 Derecho a la unidad familiar (arts. 2, 10,54 y 55).
•	 Derecho a la justicia (arts. 11 y 12).

2.	 La legislación migratoria mexicana no cumple con 
la RG 26 CEDAW por los siguientes motivos:

a.	 No cumple cabalmente con el derecho a la 
igualdad y la no discriminación, así como con 
el acceso a la documentación migratoria.

b.	 No plantea la creación de estructuras que 
cambien las condiciones de vulnerabilidad de 
las mujeres migrantes, ya que no incluye accio-
nes temporales específicas (acciones afirmati-
vas) para asegurar la igualdad sustantiva de 
hombres y mujeres migrantes, por ejemplo 
para el acceso a la documentación migratoria. 

c.	 Las disposiciones que regulan la documenta-
ción migratoria excluyen a las trabajadoras 
migrantes centroamericanas en la frontera sur 
de un acceso a condiciones seguras de ingreso, 
permanencia y trabajo en el país. En este sen-
tido, la legislación migratoria promueve la 
migración irregular de las trabajadoras migran-
tes y falla en su objetivo de garantizar sus 
derechos en la frontera sur.

4.	
•	 La complejidad de los requisitos de docu-

mentación migratoria y su costo las discri-
minan indirectamente: mientras que las 
trabajadoras del hogar no pueden acceder a 
una condición de estancia con autorización 
para trabajar, las trabajadoras agrícolas 
quedan documentadas como “acompañan-
tes” (sin permiso de trabajo). La legislación 
deja a las trabajadoras agrícolas migrantes 
en una situación de desventaja y desigual-
dad frente a sus pares varones, pero tam-
bién las excluye de derechos laborales, 
como la seguridad social, y las deja despro-
tegidas frente a posibles abusos de sus 
empleadores. 

•	 Limita las posibilidades de una trabajadora 
migrante de terminar una relación laboral 
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en condiciones de explotación, ya que todo 
documento migratorio con permiso de tra-
bajo está vinculado a la oferta de un 
empleador. 

•	 Presenta lagunas importantes, donde no 
hay claridad sobre el procedimiento para 
obtener el permiso de residencia de forma 
independiente del cónyuge, o para facilitar 
la continuación de la permanencia legal de 
las mujeres que huyen de sus cónyuges 
abusivos.

d.	 No está basada en evidencia. Esta carencia res-
ponde a dos factores:

1.	
•	 A un desconocimiento de la participación 

de las mujeres en la dinámica migratoria y 
del mercado laboral transfronterizo y 
regional.

•	 A una resistencia implícita de incluir a este 
perfil de trabajadoras migrantes (mujeres, 
indígenas, analfabetas, con escasa escolari-
dad, que viven en condiciones de pobreza, 
etcétera) como personas con estancia legal 
y permiso de trabajo en México.

1.	
Otras consideraciones:
2.	
3.	 La generación de información y conocimiento 

sobre las trabajadoras migrantes centroamerica-
nas en Chiapas y su dinámica migratoria es crucial 
para visibilizar su participación en la migración y 
su contribución al desarrollo regional. De esta 
forma habrá mayores elementos para promover 
una legislación y políticas basadas en evidencia, 
que protejan efectivamente los derechos de las 
trabajadoras migrantes en México. 

4.	 Se requiere evidencia para incidir en:

•	 El diseño del sistema de cuotas para el ingreso 
de personas extranjeras.

•	 Las reformas legislativas que amplíen el dere-
cho a trabajar de manera independiente a resi-

dentes temporales o visitantes con permiso de 
realizar actividades remuneradas.

•	 Las reformas legislativas que permitan a las 
mujeres migrantes contar con documento de 
estancia y permiso de trabajo independiente 
del cónyuge y del empleador.

•	 Las reformas legislativas que incluyan accio-
nes afirmativas para documentar a las trabaja-
doras migrantes.

5.	 La legislación migratoria no fue concebida con 
perspectiva de género, por lo que, al desarrollarse, 
no se realizó una evaluación de su impacto en las 
relaciones de género. Si bien se han generado aná-
lisis de la ley, no se ha realizado una evaluación 
acuciosa y sistemática del impacto de género de 
la legislación migratoria.

6.	 La legislación migratoria carece de un lenguaje 
incluyente que contribuya a visibilizar los efectos 
diferenciados del fenómeno migratorio entre 
hombres y mujeres.

7.	 La planeación nacional 2013-2018 refleja el com-
promiso de México de cumplir con la CEDAW 
desde el más alto nivel de gobierno. Esta situación 
abre la posibilidad de ampliar el acceso de las tra-
bajadoras migrantes a sus derechos en todas las 
áreas que identifica la CEDAW y su RG 26. En este 
sentido, ha programado una serie de líneas de 
acción para armonizar la legislación migratoria 
con la RG 26 CEDAW.

4.1.2 Recomendaciones para reformar la legislación 
migratoria

Tanto el Poder Legislativo como el Poder Ejecutivo, 
especialmente la SEGOB, el INMUJERES y SRE cuentan 
con líneas de acción programadas para armonizar la 
legislación migratoria con la RG 26 CEDAW y transver-
salizar la perspectiva de género en la ley. Las siguien-
tes acciones contribuirán a este propósito:
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1.	 Legislativo, INMUJERES y SEGOB: Evaluar el 
impacto de género de la legislación migratoria.

2.	 SEGOB, INMUJERES, CONACYT, STPS, SS, SEP: Gene-
rar nueva evidencia sobre mujeres trabajadoras 
migrantes centroamericanas en Chiapas, su diná-
mica migratoria y su acceso al trabajo decente, 
que permita visibilizar su participación en la 
migración y su contribución al desarrollo regional. 
Se requiere evidencia para incidir en el diseño del 
sistema de cuotas, así como en las reformas legis-
lativas necesarias para proteger los derechos de 
las trabajadoras migrantes.

3.	 Legislativo, INMUJERES, SEGOB y SRE: Realizar y 
apoyar las siguientes reformas legislativas, con el 
objetivo de que la legislación:

•	 Permita a las mujeres trabajadoras migrantes 
contar con documento de estancia y permiso 
de trabajo, independiente del cónyuge. 

•	 Permita a las mujeres trabajadoras migrantes 
contar con documento de estancia y permiso 
de trabajo sin vínculo con un empleador.

•	 Otorgue acceso a condiciones seguras de 
ingreso, estancia y trabajo a las trabajadoras 
centroamericanas en la frontera sur de México, 
mediante requisitos más asequibles para esta 
población y la exención de pagos y multas.

•	 Amplíe el permiso a trabajo a visitantes regio-
nales.

•	 Amplíe el permiso a trabajar de manera inde-
pendiente a residentes temporales y visitantes 
con permiso para realizar actividades remune-
radas.

ONU Mujeres / Moysés Zuñiga
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•	 Incluya acciones temporales específicas (accio-
nes afirmativas) para asegurar la igualdad sus-
tantiva de hombres y mujeres migrantes. Por 
ejemplo, documentar a todas las mujeres gua-
temaltecas que se internan al país con destino 
a una finca agrícola como “trabajadoras”, sin 
costo para la mujer y su familia. Esta acción 
compensará algunos de los impactos adversos 
de la discriminación que por siglos han vivido 
las mujeres. A su vez, permitirá comenzar a 
generar un cambio cultural en las familias de 
trabajadores y trabajadoras fronterizas, los 
contratistas, los empleadores y las autoridades 
migratorias en la región. 

4.	 Legislativo, INMUJERES, SEGOB y SRE: Elaborar las 
propuestas de reforma de la legislación migrato-
ria con lenguaje incluyente, que contribuya a visi-
bilizar los efectos diferenciados del fenómeno 
migratorio entre hombres y mujeres.

4.2 Ley Federal del Trabajo

1.	
4.2.1 Puntos relevantes del análisis de la Ley Federal 
del Trabajo

La Ley Federal del Trabajo (LFT) cumple con la RG 26 
CEDAW al integrar el principio de igualdad sustantiva 
de trabajadores y trabajadoras (art. 2); el principio del 
trabajo decente (art. 2); y el derecho a la no discrimi-
nación (art. 3), que incluye la no discriminación por 
condición migratoria.
2.	
La LFT no cumple con la RG 26 CEDAW por las siguien-
tes razones:

1.	 La LFT reconoce el derecho al trabajo decente (art. 
2), pero no de forma consistente a lo largo de la 
integridad de la ley. Por ejemplo, no genera estruc-
turas para que el trabajo del hogar cumpla con las 
condiciones del trabajo decente.

2.	 Si bien la LFT establece el principio de igualdad 
sustantiva entre hombres y mujeres (art. 2) e 
incluye derechos de paternidad responsable (art. 
132), así como de conciliación y corresponsabilidad 
de la vida familiar y laboral para acompañar los 
derechos reproductivos y de maternidad, no son 
suficientes para garantizar la igualdad de oportu-
nidades para hombres y mujeres en el trabajo. 

3.	 La LFT no incluye acciones afirmativas para alcan-
zar la igualdad sustantiva entre hombres y muje-
res trabajadoras. 

4.	 La ley no reconoce la totalidad de los derechos 
laborales en las ocupaciones con alta participa-
ción de mujeres consideradas “femeninas”, como 
el trabajo del hogar y el trabajo sexual. Las traba-
jadoras migrantes que se insertan en estas ocupa-
ciones en la frontera sur, comparten con las 
mexicanas la discriminación de la ley: 

i.	 En el caso del trabajo del hogar, reconocido 
bajo la categoría de “especial” (Título Sexto de 
la LFT); se observan diferencias entre la RG 26 
CEDAW (y el Convenio 189 de la OIT) y la nor-
mativa federal, que ponen en desventaja a las 
trabajadoras que se ocupan en este sector en 
México. Entre otras, la LFT contempla una jor-
nada de hasta 12 horas (art. 333) sin considerar 
el pago de horas extra y establece sólo de 
manera facultativa el acceso a la seguridad 
social para las trabadoras del hogar (art. 13 de 
Ley de Seguro Social). 

ii.	 El trabajo en la industria del sexo no está regu-
lado en la LFT, tampoco contempla regulaciones 
de seguridad y salud ocupacionales para prote-
ger la salud de las trabajadoras en este sector.

5.	 La ley prohíbe el hostigamiento y el acoso sexual 
(art. 133). Sin embargo, no contempla la reparación 
del daño a las y los trabajadores que perdieron el 
trabajo como consecuencia de esta violencia.
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6.	 La figura de la inspección del trabajo es débil en la 
ley (arts. 540-542): 

a.	 No establece disposiciones específicas sobre la 
supervisión e inspección de las condiciones 
laborales en las que se desempeñan las traba-
jadoras del hogar, como aconseja la RG 26 
CEDAW. En este sentido, la ley agrava la falta 
de protección de los derechos de las trabajado-
ras en situaciones de mayor vulnerabilidad.

b.	 Se presentan inconsistencias entre el derecho 
laboral y el derecho migratorio. La verificación 
de las ofertas y condiciones de trabajo para 
extranjeros exigen una colaboración estrecha 
entre las autoridades en materia laboral y 
migratoria, que actualmente está ausente en 
la normatividad laboral.

7.	 La LFT está basada en evidencia de forma contra-
dictoria, ya que identifica el trabajo agrícola y del 
hogar como ocupaciones especiales (arts. 279-284 
y 331-343) pero no reconoce derechos plenos a este 
último sector. 

8.	 La LFT no hace una referencia explícita a las muje-
res trabajadoras migrantes. Es necesario estudiar 
su participación en el mercado laboral mexicano y 
las discriminaciones que enfrentan, a fin de contar 
con evidencia para elaborar propuestas de 
reforma a la LFT que las incluyan. 

9.	 No se ha realizado una evaluación sistemática del 
impacto de género de la ley federal del trabajo, 
menos aún en el caso específico en las mujeres 
trabajadoras migrantes.

4.2.2 Recomendaciones para reformar la Ley Federal 
del Trabajo

1.	 Legislativo, STPS, SRE: Realizar iniciativas de 
reforma a la LFT para armonizarla con la RG 26 
CEDAW.

2.	 Legislativo, STPS: Realizar propuestas de reforma a 
la LFT para el pleno reconocimiento de los dere-
chos laborales de las trabajadoras del hogar, espe-
cíficamente para regular la jornada y garantizar el 
derecho a la seguridad social.

3.	 SRE y STPS: Impulsar la ratificación del Convenio 
189 y la Recomendación 201 de la OIT sobre los 
derechos de las trabajadoras del hogar (2011), así 
como de otros convenios que contribuirán a una 
mejor protección de los derechos de las mujeres 
en el trabajo:

•	 Aceptar la Parte XII (Igualdad de Trato a los 
Residentes no Nacionales) del Convenio 102 
sobre la seguridad social (norma mínima) 
(1952)

•	 Convenio 143 sobre trabajadores migrantes 
(disposiciones complementarias) (1975)

•	 Convenio 156 y la Recomendación 165 sobre los 
trabajadores con responsabilidades familiares 
(1981)

•	 Convenio 183 y la Recomendación 191 sobre la 
protección de la maternidad (2000)

4.	 SRE y STPS: Impulsar la ratificación de los Conve-
nios de la OIT sobre inspección del trabajo (el 81 de 
1947 y el 129 sobre inspección de trabajo agrícola 
de 1969), para reforzar su regulación y funciona-
miento en México.

5.	 STPS, CONACYT: Generar mayor información sobre 
el mercado laboral de la frontera sur de México y 
la participación de las trabajadoras migrantes, así 
como de la inspección del trabajo y acceso a la jus-
ticia laboral en la región. 

6.	 Legislativo, STPS: Considerar la evidencia para rea-
lizar iniciativas de reforma a la LFT con el objetivo 
de fortalecer la institución de la inspección del 
trabajo. Se requiere un ley que promueva que en la 
práctica se: 



62 Legislación mexicana y derechos de las 
trabajadoras migrantes

a.	 Valore a los empleadores en términos de cum-
plimiento legal y de provisión de condiciones 
dignas de trabajo.

b.	 Promueva la sanción por falta de cumpli-
miento y violación de los derechos de los y las 
trabajadoras migrantes.

c.	 Facilite el acceso a la justicia laboral a las tra-
bajadoras migrantes.

7.	 STPS: Desarrollar normas que instruyan a las 
dependencias de las Juntas de Conciliación y Arbi-
traje sobre sus obligaciones para garantizar a las 
trabajadoras migrantes el acceso a sus derechos, 
independientemente de la situación migratoria 
de la persona.

8.	 Legislativo, STPS: Considerar la evidencia para ana-
lizar la inclusión de regulaciones de seguridad y 
salud ocupacionales para proteger la salud las tra-
bajadoras en la industria del sexo, como lo ha 
recomendado la OIT (Lim, 1998).

9.	 Legislativo, STPS, INMUJERES, SEGOB: Elaborar pro-
puestas de reforma a la LFT para que incluya 
acciones afirmativas. Si la evidencia lo muestra 
conveniente, se pueden plantear acciones afirma-
tivas específicas para mujeres trabajadoras 
migrantes en condiciones de vulnerabilidad.

10.	 Legislativo, STPS, INMUJERES: Elaborar propuestas 
de reforma a la LFT que contengan lenguaje inclu-
yente, ya que la única referencia explícita a las tra-
bajadoras o mujeres se limita a los derechos de 
maternidad relacionados a los periodos de gesta-
ción o de lactancia.

4.3 Ley General de Trata

4.3.1 Puntos relevantes del análisis de la Ley General 
de Trata

1.	 La LGT sanciona la esclavitud, la servidumbre, la 
explotación laboral y los trabajos forzosos como 

formas de explotación desde la óptica de los dere-
chos humanos (art. 10).

2.	 La Ley de Trata cumple con lo que recomienda la 
RG 26 CEDAW al establecer: 

•	 Derecho a la visa humanitaria y no devolución 
(arts. 76 y 78)

•	 Derecho a la asistencia jurídica y acceso a la 
justicia (capítulos I-III)

•	 Derecho a la protección y asistencia médica y 
social (capítulos I-III)

•	 Mecanismos de reparación del daño (arts. 
48-52)

3. La Ley General de Trata no cumple con la RG 26 
CEDAW debido a los siguientes factores:

a.	 En materia de prevención, los alcances de la 
Ley son limitados ya que no contempla siste-
mas de supervisión para la detección de posi-
bles situaciones de explotación laboral y 
trabajo forzado que pueden sufrir las trabaja-
doras del hogar, como recomienda la RG 26 
CEDAW. 

b.	 La LGT reconoce la desigualdad de oportunida-
des entre hombres y mujeres y considera que 
la intersección de discriminaciones es un ele-
mento que favorece la comisión de delitos en 
materia de trata (art. 4). Sin embargo, no con-
templa acciones afirmativas que respondan a 
las necesidades diferenciadas que requieren 
mujeres y hombres en su acceso a la justicia, a 
la exigibilidad, restitución y goce de sus dere-
chos. Por lo tanto, la transversalización de la 
perspectiva de género en la Ley General de 
Trata no es completa.

c.	 La LGT responde a las necesidades de las vícti-
mas del delito, ya que está basada en la Con-
vención de Palermo y la Convención de Belem 
do Pará. Sin embargo, no está basada en evi-
dencia sobre el fenómeno en México. El Pro-
grama Nacional de Trata plantea, en su parte 
diagnóstica, que uno de los grandes retos de la 
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Comisión Intersecretarial es la recopilación de 
datos estadísticos sobre la incidencia del delito 
de trata, el acceso de las víctimas a la justicia y 
la procuración e impartición de la misma. 

•	 Actualmente no hay lineamientos estable-
cidos para homologar la información res-
pecto de las acciones realizadas, por lo que 
se deja al criterio de cada instancia infor-
mar lo que considere relevante. 

•	 Es imperante establecer lineamientos 
generales y homologar criterios que permi-
tan contar con datos fidedignos sobre las 
dimensiones de la problemática. 

•	 Es fundamental contar con un Sistema de 
Información Nacional que recopile esta 
información a fin de elaborar diagnósticos, 
evaluaciones y propuestas de cambios en 
las políticas públicas y de ser necesario, en 
la legislación nacional.

Otras consideraciones:

4.	 No se ha evaluado el impacto de género de la ley. 
Por lo tanto, a fin de preparar recomendaciones 
sustentadas, es importante que se elaboren diag-
nósticos que identifiquen si hay un acceso dife-
renciado a los derechos de acuerdo al sexo. O si se 
presentan problemas de operatividad en el instru-
mento jurídico que discriminen indirectamente a 
las mujeres.

5.	 La aplicación de esta ley se verá limitada mientras 
las leyes locales no estén armonizadas. Es priorita-
ria la 

6.	 Para garantizar una protección efectiva de los 
derechos de las víctimas es necesario:

•	 Aprobar las reformas legislativas en curso y 
armonizar las legislaciones estatales.

•	 Revisar y armonizar el marco jurídico que 
regula problemáticas comunes, en específico 
la Ley General de Víctimas, para evitar una 

duplicación de disposiciones en cuanto a la 
protección y ejercicio de derechos. En caso de 
contradicciones deberá prevalecer la que otor-
gue mayor protección a la víctima.

4.3.2 Recomendaciones para reformar la Ley General 
de Trata

1.	 Legislativo, PGR, CEAV y SEGOB: Deben impulsar 
reformas integrales que permitan la armoniza-
ción legislativa en materia de trata de personas en 
el marco de las disposiciones del Programa Nacio-
nal de Trata, dirigidas a:

•	 Armonizar la ley con la RG 26 CEDAW.
•	 Armonizar la Ley General de Trata con la Ley 

General de Víctimas.
•	 Fortalecer en la Ley la prevención de los delitos 

de explotación laboral y trabajos forzados, 
además de la trata con fines de explotación 
sexual. 

•	 Desarrollar acciones afirmativas que respon-
dan a las necesidades diferenciadas que 
requieren mujeres y hombres, víctimas de 
trata, en su acceso a la justicia, a la exigibilidad, 
restitución y goce de sus derechos.

2.	 Legislativo: Armonizar las legislaciones estatales 
en materia de trata de personas con la Ley General 
de Trata, actualmente en discusión en la Cámara 
de Diputados. Entre otras, armonizar los tipos 
penales vinculados al delito de trata de personas 
en todo el país.

3.	 Dependencias que conforman la Comisión Inter-
secretarial: Realizar una evaluación del impacto de 
género de la ley, así como propuestas de reforma a 
la ley basadas en evidencia.
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LISTA DE SIGLAS 
Y ACRÓNIMOS

APF	 Administración Pública Federal
CEAV	 Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas
CEDAW 	 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
CJEF	 Consejería Jurídica del Gobierno Federal
CONACYT	 Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
CONAPO	 Consejo Nacional de Población
CONAPRED	 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
CONEVAL	 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social
CPEUM	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
CTM	 Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
	 de Todos los Trabajadores Migrantes y de sus Familiares
DIF	 Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia
EMIF Sur	 Encuesta sobre Migración a la Frontera Sur de México
ENADIS	 Encuesta Nacional sobre Discriminación en México
ENOE	 Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
GTPM	 Grupo de Trabajo sobre Política Migratoria
IMSS	 Instituto Mexicano del Seguro Social
IMUMI	 Instituto para las Mujeres en la Migración, A.C.
INEGI	 Instituto Nacional de Estadística y Geografía
INM	 Instituto Nacional de Migración
INMUJERES	 Instituto Nacional de las Mujeres
ISSSTE	 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado
LFT	 Ley Federal del Trabajo
LGT	 Ley General Para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas 
	 y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos
LM	 Ley de Migración 
OIM	 Organización Internacional para las Migraciones
ONU	 Organización de las Naciones Unidas
ONU Mujeres 	 Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de la Mujer
PEM	 Programa Especial de Migración 2014-2018
PGJE	 Procuradurías Generales de Justicia de las Entidades Federativas
PGR	 Procuraduría General de la República
PND	 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018
PNT	 Programa Nacional para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia 
	 de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos
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PROIGUALDAD	 Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación 
	 contra las Mujeres
PRONAIND	 Programa Nacional para la Igualdad y No Discriminación
PSRE 	 Programa de la Secretaría de Relaciones Exteriores
PSTPS	 Programa Sectorial de Trabajo y Previsión Social
RG 26 CEDAW	 Recomendación General no. 26 de la CEDAW
SS	 Secretaría de Salud
SCT	 Secretaría de Comunicaciones y Transportes
SE	 Secretaría de Economía
SECTUR	 Secretaría de Turismo
SEDATU	 Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano
SEDESOL	 Secretaría de Desarrollo Social
SEGOB	 Secretaría de Gobernación
SEMARNAT	 Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
SEP	 Secretaría de Educación Pública
SHCP	 Secretaría de Hacienda y Crédito Público
SRE	 Secretaría de Relaciones Exteriores
STPS	 Secretaría del Trabajo y Previsión Social
UPM	 Unidad de Política Migratoria
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NOTAS

mestizófilas, las altas tasas de 
emigración y retorno de mexi-
canos en Estados Unidos, así 
como de migrantes en trán-
sito (Yankelevich, 2011). La polí-
tica migratoria mexicana no 
ha podido dejar de seguir las 
tendencias internacionales, 
principalmente las estadouni-
denses, a excepción de casos 
extraordinarios, cuando ha 
abierto sus puertas a los per-
seguidos políticos. 

4	 Las líneas de acción conteni-
das en la planeación nacional 
2013-2018 se encuentran deta-
lladas en el cuadro 1 del capí-
tulo dos

1.	 Trabajadoras migrantes 
centroamericanas en Chiapas

5	 Las estimaciones de esta 
población son divergentes de 
acuerdo con las bases y 
encuestas de medición utiliza-
das. Por ejemplo, la Secretaría 
de Gobernación estima que la 
población nacida en el extran-
jero sin ascendencia mexicana 
era de 0.56% en 2010 (SEGOB, 
2014). La diferencia responde a 
que SEGOB utiliza encuestas 
especializadas o no en hoga-
res realizadas por INEGI en 

combinación con la base de 
Microdatos disponible deriva-
dos del Censo de Población y 
Vivienda 2010. Es importante 
tomar en consideración que 
esta estimación se realizó en 
el marco del diseño de los 
indicadores del Programa 
Especial de Migración, que 
actualmente están en revisión 
y reformulación.

6	 Canales, Alejandro (s.f.) El 
tema migratorio en la política 
exterior mexicana. Semina-
rio-Taller sobre el Fortaleci-
miento de las Capacidades 
Nacionales para la gestión de 
la Migración Internacional: 
“Nuevas tendencias, nuevos 
asuntos, nuevos enfoques de 
cara al futuro”. CELADE/CEPAL. 
http://www.cepal.org/celade/
noticias/paginas/8/41138/07 
alejandrocanales.pdf

7	 Se trata de una encuesta de 
flujos laborales de personas 
de 15 años y más en la frontera 
sur mexicana. Comenzó en el 
año 2004, pero para 2008 
amplió su cobertura a las 
fronteras de Guatemala con 
Honduras y El Salvador, por lo 
que cambió su denominación 

Introducción
1	 Organización Internacional 

para las Migraciones (OIM) 
“Informe sobre las migracio-
nes en el mundo 2013. El bien-
estar de los migrantes y el 
desarrollo”, 2013.

2	 El art. 33 constitucional, que 
plasma el sentimiento de 
agravio de buena parte de la 
población mexicana ante los 
privilegios que gozaron secto-
res importantes de extranje-
ros a lo largo de la historia, no 
ha podido erradicarse, a pesar 
de que las modificaciones 
-para homologar la norma 
nacional de derechos huma-
nos con la internacional- lo 
han dejado sin efecto. Para un 
análisis profundo de la inmi-
gración a través de la intrin-
cada relación entre Estado, 
nacionalidad y derechos civi-
les en México, ver: Yankelevich, 
2011.

3	 Entre otros factores, el autor 
destaca que las restricciones 
de la política migratoria mexi-
cana en el siglo XX han estado 
motivadas por el naciona-
lismo revolucionario del que-
hacer político, las políticas 
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de Encuesta sobre Migración 
en la Frontera México-Guate-
mala (Emif-Guamex) a 
Encuesta sobre Migración en 
Frontera Sur (Emif-Sur). 

8	 El cruce transfronterizo o com-
muting hace referencia al 
movimiento poblacional que, 
con cierta regularidad y fre-
cuencia, se produce entre el 
lugar de residencia y otro, sin 
que haya cambio de residen-
cia (Jiménez, 2009). Dicho 
movimiento puede denomi-
narse de varias maneras 
(movilidad cotidiana, movili-
dad diaria, conmutación o 
movilidad pendular) y suele 
estar asociado a la realización 
de actividades laborales, pero 
también puede estarlo con el 
estudio, la atención médica y 
el consumo (compras, 
turismo) (Módenes, 2008 y 
Jiménez, 2009). Si bien se le 
puede denominar movi-
miento cotidiano, la frecuen-
cia no necesariamente es 
diaria, hay quienes se mueven 
con regularidad cada tres días 
o sólo durante los días hábiles 
(Jiménez, 2009). En la región 
fronteriza del Soconusco con 
Guatemala, se pueden encon-
trar distintas frecuencias de 
esta movilidad. Para efectos 
del análisis de la Emif-Sur, se 
considera al cruce con una 
estancia menor a 24 horas en 
México.

9	 El cruce temporal implica una 
estancia en México mayor a 
24 horas –sin un límite final. El 

criterio de temporalidad de 
más de 24 horas ha sido fijado 
por la Emif-Sur para poder rea-
lizar comparaciones. En el 
caso de estas trabajadoras, la 
temporalidad varía: puede ser 
de dos días, una semana, un 
mes, una cosecha, seis meses, 
etc. El criterio unificador es 
que las trabajadoras conside-
ran que su residencia está 
fuera de México.

10	 Los ambientes de salida en 
Centroamérica y los de recep-
ción en Chiapas parecen un 
continuo de precariedad, 
donde amplios sectores de la 
población no tienen condicio-
nes suficientes para vivir y 
trabajar dignamente. Ocho de 
cada diez personas en Chiapas 
vive en condiciones de 
pobreza (Coneval, 2012) y 97% 
de las localidades del estado 
están catalogadas como de 
alta y muy alta marginación 
(Conapo, 2012a). Siete de cada 
diez personas económica-
mente activas tiene ingresos 
de dos salarios mínimos o 
menos y sólo 1 de cada 10 
cuenta con seguridad social 
(IMSS) (IMSS-STPS, 2013).

11	 Después del conflicto en Cen-
troamérica, la pobreza se 
acentuó con las reformas 
estructurales del FMI, con un 
mayor impacto sobre las 
mujeres, quienes encontraron 
en la migración una alterna-
tiva para sostener a sus fami-
lias. Para profundizar sobre el 
tema, ver: Millman, 2013; 

Petrozziello, 2011; Monzón, 
2006; Cortés Castellanos, 
2005; Susan Martin, 2005; 
Pessar, 2005; Piper, 2005; Sch-
malzbauer, 2004; Boyd y 
Grieco, 2003; Martínez Pizarro, 
2003; Ehrenreich y Hochschild 
(eds.), 2002; Oishi, 2002; Hon-
dagneu-Sotelo, 2001; Mahler y 
Pessar, 2001; Sassen, 2000.

12	 La región del Soconusco en 
Chiapas y el Departamento de 
San Marcos en Guatemala 
tienen intensos lazos econó-
micos y comerciales. Ver: Rojas, 
2013; Castillo y Toussaint, 2010; 
y Ordóñez, 2005.

13	 Como se mencionó en pági-
nas anteriores, “Tradicional-
mente estos flujos han sido en 
buena medida indocumenta-
dos, aunque tolerados por las 
autoridades”. Canales, Alejan-
dro; op.cit.

14	 En este sentido, el art. primero 
de la Constitución consagra el 
control de la convencionali-
dad: “En los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas 
gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni sus-
penderse, salvo en los casos y 
bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.”
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15	 El gobierno de México esta-
bleció un marco programático 
para el sexenio 2013-2018. 
Incluye el Plan Nacional de 
Desarrollo, los programas 
transversales, como el de 
género y migración, así como 
los programas de cada secre-
taría. En estos instrumentos, 
el Poder Ejecutivo establece 
los objetivos, prioridades y 
estrategias que delinean las 
acciones que deberá seguir la 
administración pública federal 
durante el sexenio. 

2.	  Instrumentos internacionales 
de protección de los derechos 
de las trabajadoras migrantes.

16	 Nota conceptual: Promoción y 
protección de los derechos de 
las mujeres trabajadoras 
migrantes en el mundo. Alian-
zas para la migración y el desa-
rrollo humano: Prosperidad 
compartida–responsabilidad 
compartida. Consulta previa a 
la cuarta reunión del FMMD 
organizada por UNIFEM (parte 
de ONU Mujeres) en asocia-
ción con el Gobierno de 
México. México, 7 y 8 de sep-
tiembre de 2010).

17	 En congruencia con los plan-
teamientos de las corrientes 
feministas en el análisis del 
papel de las mujeres en la 
migración. Ver, por ejemplo, 
Salazar Parreñas, 2001; Boyd y 
Grieco, 2003; Parella, 2003; 
Dobrowolsky y Tastsoglou, 
2006. 

18	 Mientras que este documento 
aborda el cumplimiento de 
jure con la RG 26 CEDAW, el 
documento sobre la situación 
de las trabajadoras migrantes 
en Chiapas de este mismo 
proyecto enfoca su análisis en 
el cumplimiento de facto de 
los derechos de esta población.

19	 DECRETO por el que se crea la 
Coordinación para la Atención 
Integral de la Migración en la 
Frontera Sur. http://www.dof.
gob.mx/nota_detalle.php?co-
digo=5351463&fe-
cha=08/07/2014 

20	 Acuerdo de cooperación en 
materia laboral entre México y 
Guatemala (2014) https://
migrationdeclassified.files.
wordpress.com/2014/07/ 
20110107-dos.pdf

21	 Convenios fundamentales de 
la OIT ratificados por México: 
Convenio 29 sobre el trabajo 
forzoso, 1930; Convenio 87 
sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de 
sindicación, 1948; Convenio 
100 sobre la igualdad de 
remuneración, 1951; Convenio 
105 sobre la abolición del tra-
bajo forzoso, 1957; Convenio 111 
sobre la discriminación 
(empleo y ocupación), 1958; 
Convenio 182 sobre las peores 
formas de trabajo infantil, 
1999. Es importante notar  
que los Convenios 97 y 143 
relativos a trabajadores 
migrantes no han sido ratifi-
cados por México.

3.	 Legislación nacional que 
regula el trabajo y protege  
los derechos de las migrantes 
en México

22	 Esta categoría permite  
entrar a una persona extran-
jera a México y trabajar por  
un periodo menor a 180 días. 
Se requiere de una oferta  
de trabajo e invitación,  
o desempeñar una actividad 
en el marco de acuerdos  
interinstitucionales.

23	 Esta categoría permite entrar 
a México y trabajar en la 
región de la frontera sur a una 
persona guatemalteca o beli-
ceña por el periodo de un año, 
con autorización para entrar y 
salir del país sin restricciones. 
Se requiere de una oferta de 
trabajo para solicitar esta 
categoría. Es necesario dife-
renciarla de la categoría de 
Visitante Regional, con la que 
cuentan muchas trabajadoras 
migrantes, que permite entrar 
a México y permanecer por 
menos de tres días en el país, 
pero sin autorización para 
trabajar.

24	 Se autoriza esta condición de 
estancia a aquellas personas 
que hayan sido víctimas o 
testigos de un delito cometido 
en México. Otorga permiso de 
trabajo cuando se otorga por 
causa humanitaria o por inte-
rés público.

25	 Autoriza a la persona extran-
jera a entrar a México por un 
periodo no mayor a cuatro 
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años, con la posibilidad de 
obtener permiso para  
trabajar si cuenta con oferta 
laboral. Tiene salidas y entra-
das al país irrestrictas y 
cuenta con derecho a la  
unidad familiar.

26	 Existen otras razones que 
permiten obtener la residen-
cia permanente, pero no nece-
sariamente con permiso para 
trabajar, por ejemplo: por vín-
culo familiar, o por ser jubila-
dos o pensionados que 
perciban un ingreso por servi-
cios prestados en el exterior 
que les permita vivir  
en el país.

27	 Implica contar con permiso de 
residencia temporal.

28	 Autoriza a la persona extran-
jera a permanecer en México 
de manera indefinida, con 
entradas y salidas irrestrictas 
y con permiso para trabajar. El 
art. 54 especifica que es nece-
saria una oferta de empleo 
para obtener el permiso de 
trabajo y el art. 55 que tendrá 
derecho a la unidad familiar. 
Finalmente, el art. 57 establece 
que se podrá adquirir e ingre-
sar bajo esta categoría a 
México, con autorización para 
trabajar, a través de un Sis-
tema de Puntos que aún no se 
ha publicado. Sin embargo, 
este sistema está dirigido a 
atraer inversionistas y migra-
ción altamente calificada (art. 
124 del Reglamento). Entre los 
criterios establecidos para 

determinar el puntaje (art. 125 
del Reglamento), destacan: el 
nivel de escolaridad, experien-
cia laboral, si es inversionista, 
aptitudes en ciencia y tecnolo-
gía, reconocimientos interna-
cionales, etcétera.

29	 La autoridad migratoria deberá 
clasificar la oferta conforme al 
Sistema Nacional de Clasifica-
ción de Ocupaciones (SINCO) y, 
posteriormente, verificar si 
existe cuota para dicha ocupa-
ción y, de ser el caso, si no se 
excede el límite establecido 
(art. 123 del Reglamento). 

30	 La duración de la visa y autori-
zación para trabajar depende 
de la información detallada en 
la oferta de empleo.

31	 Ley que establece los derechos 
que se pagarán por el uso o 
aprovechamiento de los bie-
nes del dominio público de la 
Nación, así como por recibir 
servicios que presta el Estado 
en sus funciones de derecho 
público.

32	 El salario mínimo en 2013 para 
la zona geográfica B, donde se 
está inscrito el estado de 
Chiapas, era de $61.38. Por lo 
tanto, se refiere a un ingreso 
menor a $123 diarios.

33	 En Chiapas, prácticamente 
80% de la población económi-
camente activa está ocupada 
en la economía informal 
(STPS-INEGI, 2013).

34	 El Grupo de Trabajo sobre  
Política Migratoria (GTPM)  
se constituyó en octubre de 
2010 con el objetivo de pro-
mover el desarrollo de un 
marco normativo migratorio  
y de política pública con pers-
pectiva de derechos humanos. 
Está integrado por las siguien-
tes organizaciones de la socie-
dad civil: Centro de Derechos 
Humanos Fray Matías de Cór-
dova, A.C.; PRODH Centro de 
Derechos Humanos Miguel 
Agustín Pro Juárez; Coalición 
Pro defensa del Migrante de 
Baja California; DPMH Dimen-
sión Pastoral para la Movilidad 
Humana; FUNDAR Centro de 
Análisis e Investigación, A.C.; 
I(dh)eas, Litigio Estratégico en 
Derechos Humanos; INEDIM 
Instituto de Estudios y Divul-
gación sobre Migración; 
IMUMI Instituto para las 
Mujeres en la Migración; 
INSYDE Instituto para  
la Seguridad y la Democracia; 
NALACC Alianza Nacional de 
Comunidades Caribeñas y 
Latinoamericanas; REDIM  
Red por los Derechos de la 
Infancia en México; Sin Fron-
teras, IAP; Manuel Ángel Casti-
llo García, Grupo 
Guatemala-México; Leticia 
Calderón, Analista en temas 
migratorios; Gisele Lisa Bon-
nici, Consultora; José Antonio 
Guevara, Consultor; Karina 
Arias, Consultora.

35	 Muchas trabajadoras migran-
tes en Chiapas provenientes 
de los departamentos vecinos 
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de Guatemala cuentan con la 
condición de estancia de Visi-
tante Regional, que las auto-
riza a ingresar y permanecer 
en México por un periodo 
menor a tres días, pero no les 
otorga permiso para trabajar y 
recibir remuneración. De 
hecho, el Reglamento consi-
dera una sanción y cancela-
ción de la tarjeta de visitante 
regional por incumplimiento 
de obligaciones.

36	 Si bien pareciera que a partir 
de 2008 ha aumentado el 
número de mujeres registra-
das como “trabajadoras”, no es 
posible conocer este dato 
mediante la EMIF, toda vez 
que los datos no son compa-
rables anualmente por las 
variaciones metodológicas de 
la encuesta en el tiempo 
(Rojas, 2013). Tampoco se ha 
desarrollado un monitoreo del 
proceso de documentación 
que arroje resultados conclu-
yentes (Rojas, 2013). En este 
sentido, para diseñar una 
acción afirmativa de esta 
naturaleza, es fundamental 
un estudio previo de este pro-
ceso de documentación y con-
tratación.

37	 En el caso de la residencia 
permanente, mientras que el 
art. 52 de la Ley de Migración 
establece que requiere de una 
oferta laboral para contar con 
permiso de trabajo, el art. 157 
del Reglamento asienta que la 
tarjeta de residente perma-
nente implica el derecho de 

entradas y salidas libres, así 
como el permiso de trabajo 
para mayores de edad. Por lo 
tanto, es necesario armonizar 
ambos instrumentos, a fin de 
que la Ley de Migración clara-
mente desvincule del emplea-
dor el permiso de trabajo para 
las personas extranjeras con 
residencia permanente.

38	 En el cuadro A, en el anexo, se 
puede observar a mayor deta-
lle los derechos que otorga la 
LFT ante cada barrera.

39	 Sin embargo, como se mues-
tra más adelante, el trabajo 
del hogar y el trabajo agrícola 
han sido clasificados en la LFT 
como trabajos especiales. 
Específicamente en el caso del 
trabajo del hogar no se reco-
nocen plenamente la totali-
dad de estos derechos, entre 
otros: la duración de la jor-
nada y el derecho a la seguri-
dad social.

40	 La reforma de la Ley Federal 
del Trabajo en 2012 amplió las 
sanciones a empleadores 
(art.994). Esta reforma con-
dujo a la reforma del Regla-
mento de Inspección Laboral, 
que incluyó la asistencia téc-
nica, revisiones extraordina-
rias y mecanismos alternos a 
la inspección del trabajo 
(arts.18, 28 y 46, respectiva-
mente).

41	 De acuerdo con la OIT, el tra-
bajo digno o decente involu-
cra el respeto de los derechos 

fundamentales en el trabajo, 
según se desprende de la 
Declaración de Derechos y 
Principios fundamentales y su 
Seguimiento de 1998. La LFT lo 
define como “aquél en el que 
se respeta plenamente la dig-
nidad humana del trabajador; 
no existe discriminación por 
origen étnico o nacional, 
género, edad, discapacidad, 
condición social, condiciones 
de salud, religión, condición 
migratoria, opiniones, prefe-
rencias sexuales o estado civil; 
se tiene acceso a la seguridad 
social y se percibe un salario 
remunerador; se recibe capaci-
tación continua para el incre-
mento de la productividad con 
beneficios compartidos, y se 
cuenta con condiciones ópti-
mas de seguridad e higiene 
para prevenir riesgos de tra-
bajo. El trabajo digno o 
decente también incluye el 
respeto irrestricto a los dere-
chos colectivos de los trabaja-
dores, tales como la libertad 
de asociación, autonomía, el 
derecho de huelga y de con-
tratación colectiva”.

42	 Después de la guardería para 
los y las hijas en edad escolar, 
la LFT no contempla estructu-
ras públicas para su cuidado u 
horarios compatibles de tra-
bajo-escuela que permitan la 
conciliación del trabajo y la 
crianza. Sin redes familiares y 
sociales, o instancias privadas 
—que conllevan un costo—, 
las responsabilidades de los 
cuidados de las y los hijos 
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suelen recaer en las madres, 
lo que da lugar a la discrimi-
nación laboral o a una doble 
jornada de trabajo. En el caso 
de las trabajadoras migrantes 
también tiene un impacto: 
promueve las cadenas globa-
les de cuidado y el ejercicio de 
la maternidad trasnacional 
(en el lugar de origen de la 
trabajadora migrante una 
mujer se queda al cuidado de 
sus hijos, mientras ella cuida a 
los hijos de otra mujer en el 
país de destino; y encuentra  
la manera para comunicarse  
y vincularse con sus  
propios hijos).

43	 La LFT dispone que la Comi-
sión Nacional de los Salarios 
Mínimos fije salarios mínimos 
profesionales a las personas 
que se ocupan en el sector del 
trabajo del hogar. Sin 
embargo, los salarios mínimos 
profesionales no contemplan 
a este sector, por lo que que-
dan reguladas por los salarios 
mínimos generales, que son 
más bajos, generando una 
inconsistencia. 

44	 Este Sistema refleja la estruc-
tura ocupacional del país a 
partir la realidad del mercado 
de trabajo nacional. Está ela-
borado por el Comité Técnico 
Especializado de Estadísticas 
del Trabajo y Previsión Social a 
través del Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía 
(INEGI), y la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social 
(STPS), conjuntamente con la 

Secretaría de Educación 
Pública (SEP), el Consejo 
Nacional de Normalización y 
Certificación de Competencias 
Laborales (CONOCER), el Insti-
tuto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS), el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado 
(ISSSTE) y la Secretaría de Eco-
nomía (SE).

45	 Las trabajadoras de la indus-
tria del sexo cuentan con los 
derechos que les otorga la Ley 
Federal para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación, así 
como por la Ley que Previene y 
Combate la Discriminación en 
el Estado de Chiapas. Final-
mente, para proteger a las 
mujeres que puedan encon-
trarse en situación de trata, 
destaca —a nivel federal— la 
Ley General para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar los Deli-
tos en Materia de Trata de 
Personas.

46	 La LFT (Art.333) establece una 
jornada de trabajo “ordinaria” 
para los trabajadores domés-
ticos de 12 horas y no de ocho 
horas como es la regla gene-
ral, dado que se habla de 
nueve horas de descanso noc-
turno y de tres horas de des-
canso diario.

47	 En 2010, una de cada diez 
mexicanas (PEA) era trabaja-
dora del hogar (INEGI, 2012). 
De 2 millones de trabajadoras 
y trabajadores del hogar en 
México, únicamente 2,540 

están inscritos al programa de 
seguridad del IMSS (datos del 
IMSS e INEGI, El Universal, 
2014). 

48	 La Comisión para la Igualdad 
de Género del Senado de la 
República actualmente 
impulsa la ratificación de este 
Convenio.

49	 Mientras que el Programa 
Sectorial de la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social no 
contempla la ratificación de 
este Convenio de la OIT, sí 
planifica la ratificación de los 
Convenios 100 (igualdad de 
oportunidades) y 156 (igual-
dad en la remuneración), en 
sus líneas de acción 3.2.1 y 
3.5.1, respectivamente.

50	 Para una revisión profunda de 
la situación de las mujeres 
migrantes en Chiapas, ver: 
Centro de Derechos Humanos 
Fray Matías de Córdova, 1999 y 
2012; Castillo y Ángeles, 2000; 
Bronfman et.al, 2001; Rodrí-
guez Oceguera, 2001; Rojas, 
2011, 2010 y 2002; Rojas y 
Ángeles, 2012, 2008 y 2002; 
Ángeles, et.al., 2004; Díaz 
Prieto y Kuhner, 2007c;  
Castro Soto, 2010; Fernández, 
2006; Instituto Estatal de las 
Mujeres de Chiapas, 2008; 
Pérez, 2010; Pérez y Roldán, 
2011; Leyva y Quintino,  
2011a y 2011b.

51	 Es importante señalar que 
durante el presente año 2014 
se han realizado una serie de 
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reformas a esta ley con el fin 
de añadir agravantes, nuevas 
conductas delictivas y sancio-
nes más severas. Las reformas 
ahora incluyen una mayor 
variedad de delitos que pue-
den ser considerados como 
trata de personas, como la 
explotación con fines porno-
gráficos, el turismo sexual de 
menores de edad, el matrimo-
nio forzado, el embarazo for-
zado, la servidumbre forzada, 
para extraer órganos y el 
reclutamiento forzado en un 
grupo armado. También 
agrega principios internacio-
nales como la protección a la 
vida, a la dignidad humana, la 
libertad, la seguridad y los 
derechos de las víctimas, y 
establece que estas tienen 
derecho a la intimidad, lo que 
implica que puedan proteger 
su identidad, sus datos perso-
nales o cualquier información 
que pudiera volver a victimi-
zarla. Además, la reforma 
obliga a las 32 entidades a 
crear refugios, albergues o 
casas de transición para las 
víctimas de trata, en vez de 
sólo “apoyar” su creación, 
como lo pedía la ley anterior. 
En la reforma también se 
establece una sanción de 
hasta 10 años de cárcel para el 
matrimonio forzado o con 
engaños, que tenga como fin 
mantener en cautiverio a 
mujeres que son víctimas, a 
quien retenga a los hijos de 
las víctimas como una forma 
de obligarlas y mantenerlas 
en redes de explotación 

sexual. http://www.sep.gob.
mx/work/models/sep1/
Resource/558c2c24-0b12-
4676-ad90-8ab78086b184/
ley_general_prevenir_erradi-
car_sancionar_trata.htm

52	 Durante la elaboración de este 
documento, la LGT está en 
proceso de reformas legislati-
vas sustantivas sobre los deli-
tos de trata, impartición de 
justicia y sanciones, que no 
han podido ser consideradas 
en este análisis.

53	 El art. 10 de la LGT define la 
trata como toda acción u omi-
sión dolosa de una o varias 
personas para captar, engan-
char, transportar, transferir, 
retener, entregar, recibir  
o alojar a una o varias  
personas con fines de  
explotación. 

54	 Reconoce como situaciones de 
trata: la esclavitud; la condi-
ción de siervo; la prostitución 
ajena u otras formas de explo-
tación sexual; la explotación 
laboral; el trabajo o servicios 
forzados; la mendicidad for-
zosa; la utilización de perso-
nas menores de dieciocho 
años en actividades delictivas; 
la adopción ilegal de persona 
menor de dieciocho años; el 
matrimonio forzoso o servil; el 
tráfico de órganos, tejidos y 
células de seres humanos 
vivos; y la experimentación 
biomédica ilícita en seres 
humanos.

55	 De acuerdo con el art. 89 VIII 
de la LGT, la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social brin-
dará capacitación para el tra-
bajo, ofrecerá oportunidades 
de su bolsa de trabajo y fir-
mará convenios con empresas 
para brindar oportunidades 
de rehabilitación y resocializa-
ción a las víctimas del delito 
previsto en esta Ley por medio 
de oportunidades de empleo, 
así como incrementará sus 
inspecciones a los centros 
laborales, en el ámbito de su 
competencia, para prevenir y 
detectar oportunamente 
dicho delito.

56	 En 2013, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación publicó 
un protocolo de actuación 
para quienes imparten justicia 
en casos que afecten a perso-
nas migrantes y sujetas de 
protección internacional, así 
como un protocolo para juz-
gar con perspectiva de género 
(SCJN, 2013b y 2013c). 

57	 Para una revisión profunda de 
la situación de las mujeres 
migrantes en Chiapas, ver: 
Centro de Derechos Humanos 
Fray Matías de Córdova, 1999 y 
2012; Castillo y Ángeles, 2000; 
Bronfman et. al, 2001; Rodrí-
guez Oceguera, 2001; Rojas, 
2011, 2010 y 2002; Rojas y 
Ángeles, 2012, 2008 y 2002; 
Ángeles, et. al., 2004; Díaz 
Prieto y Kuhner, 2007c; Castro 
Soto, 2010; Fernández, 2006; 
Instituto Estatal de las Muje-
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res de Chiapas, 2008; Pérez, 
2010; Pérez y Roldán, 2011; 
Leyva y Quintino, 2011a y 2011b.

58	 De acuerdo con los arts. 85 y 
86 de la ley, la Comisión estará 
integrada por los titulares de 
la Secretaría de Gobernación; 
Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes; Secretaría de 
Relaciones Exteriores; Secreta-
ría de Seguridad Pública; 
Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social; Secretaría de 
Salud; Secretaría de Desarrollo 
Social; Secretaría de Educación 
Pública; Secretaría de Turismo; 
Procuraduría General de la 
República; Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de 
la Familia; Procuraduría Social 
de Atención a Víctimas del 
Delito; Instituto Nacional de 
las Mujeres; Instituto Nacional 
de Migración y el Instituto 
Nacional de Ciencias Penales. 
Además podrán participar en 
las reuniones de la Comisión 
Intersecretarial, con derecho a 
voz pero sin voto un represen-
tante de cada una de las 
Cámaras del Congreso de la 
Unión, un representante del 
Poder Judicial de la Federa-
ción, tres Gobernadores, un 
representante de cada una de 
las organizaciones de munici-
pios, un representante de la 
Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos; un repre-
sentante del Consejo Nacional 
de Población; tres represen-
tantes de la Organización de 
Organismos Oficiales de 
Defensa de los Derechos 

Humanos; tres representantes 
de la Conferencia Nacional de 
Procuradores Generales de 
Justicia; un representante del 
Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública; tres representan-
tes de organizaciones de la 
sociedad civil y tres expertos 
académicos con conocimiento 
y trabajo relevante sobre el 
tema de trata de personas.
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